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RESUMEN 

El futuro de México dependerá, entre otras causas, de nuestra capacidad para concebir, 

aceptar, dar forma legal e instrumentar políticas que impulsen el empleo y que lo prioricen 

frente a otras exigencias nacionales. Otros países han comprendido esa necesidad y han 

efectuado las reformas pertinentes. 

Dada la globalización actual, tanto del conocimiento, de las telecomunicaciones, del 

comercio, etc., es evidente que la globalización sí afecta los límites dentro de los que nos 

podemos mover. Como ningún país es absolutamente autónomo, es indispensable conocer 

la realidad de las políticas de empleo en otros países, por lo que se pasa revista a normas y 

acciones de diversos países, que privilegian el empleo. 

Hasta antes de 1975, el principal objetivo de las leyes que regulaban el contrato 

individual de trabajo era garantizar una cierta inmovilidad del trabajador en su empleo. Una 

economía cerrada tenía, como estrategia de desarrollo, la de sustitución de importaciones. 

No era necesario preocuparnos de otra cosa que de nosotros mismos. Pero la situación ha 

cambiado, tanto en México como en la mayor parte de los países del mundo, aunque 

México no ha cambiado: Seguimos teniendo las mismas leyes y la misma despreocupación 

por las políticas de empleo, que sólo apoyan a los que ya tienen empleo, pero no a los que 

lo buscan. Se presentan, por tanto, propuestas diversas que pretenden impulsar el empleo y 

proteger a los trabajadores en el nuevo entorno de movilidad del mercado de trabajo, tanto 

nacional como internacional. 

Se concluye que México requiere elaborar políticas públicas que prioricen el empleo. 

Que cada vez que se elabore un programa ejecutivo, o se pretenda reformar o publicar una 

nueva ley, se estudien, concienzudamente, los impactos que podría tener en el empleo. Para 

instrumentar las políticas pertinentes será necesario un esfuerzo de estudio, una realización 

prudente y hacer acopio de la retórica para convencer a los actores fundamentales. 
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Nota sobre metodología 

El método usado para el estudio de los materiales de esta tesina 

es simple: 

1. Ejemplos de otras legislaciones. Me valí de una simplificación 

del método propio del derecho comparado o, mejor dicho, de la 

comparación jurídica. Como aquí se trata de instituciones ( que no 

pueden ser simplemente trasplantadas) que influyen sobre la 

creación de fuentes de trabajo y sobre la vida práctica de las 

empresas, dicha comparación no tendrá el rigor de un estudio de 

derecho comparado, sino simplemente de una "mostración" de 

otras políticas. 

2. Comparación de estadísticas de países seleccionados. 

3. Método deductivo, al tratar la fundamentación filosófica de la 

prioridad del empleo. 
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INTRODUCCIÓN 

Las políticas públicas y la prioridad del empleo. 

Las políticas públicas son proyectos de aceptación general, desarrollados por el sector 

público, que gozan de la pretensión de ser justos y están motivados por la exigencia de dar 

solución a los problemas surgidos de la realidad histórica1
• Es evidente que un Estado con 

políticas públicas que reflejen un buen conocimiento de! las cosas, políticas realistas, 

eficientes, tendrá herramientas para poder enfrentar exitosamente las coyunturas nacionales 

que se presentan dentro de un entorno sumamente competido, siempre que exista voluntad 

política de llevarlas a la práctica mediante instrumentos legislativos (leyes, principalmente) 

y ejecutivos (programas). 

El futuro de México dependerá, entre otras causas, de nuestra capacidad para concebir, 

aceptar, dar forma legal e instrumentar políticas que impulsen el desarrollo de la población. 

Así, compartiendo una visión conjunta de lo que requerimos en México, los ciudadanos, las 

instituciones, los diversos tipos de organizaciones que ejecutan funciones de interés público 

y las autoridades, trabajando sinérgicamente, impulsarán el nivel de vida de nuestros 

compatriotas2
. Adicionalmente, consolidaremos no sólo una necesaria estabilidad en 

nuestra política, sociedad y economía, sino que nos situaremos en una mejor posición 

respecto de la competencia global que enfrentamos .. 

No es suficiente que un país establezca objetivos beneficiosos para su población. 

Adicionalmente, es necesario que -como sucede con los objetivos humanos- se reconozca 

que debe haber jerarquía entre ellos. Creo que a todos nos parece razonable destinar no sólo 

un presupuesto mayor, sino mayores esfuerzos, a la educación, la salud y la seguridad 

públicas que a otros que están al servicio de los nombrados. Dentro de las políticas públicas 

sucede lo mismo: las políticas públicas sociales tienen prevalencia sobre las políticas que se 

I Pretendo demostrar esta definición en el capítulo l. 
2 "Cuando se pregunta uno: ¿Por qué algunas naciones son ricas mientras otras son pobres?, la idea clave es 
que las naciones producen dentro de sus fronteras no aquello que la dotación de recursos pennite, sino aquello 
que las instituciones y las políticas públicas penniten". M. Olson, en Nacional Financiera. El Mercado de 
Valores., octubre de 1999, Pág. 52. 
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refieren a infraestructura, porque están a su serv1c10. Y -para terminar esta línea de 

pensamiento- dentro de las políticas sociales, existen también órdenes. 

En España, por ejemplo, desde 1977, los Pactos de la Moncloa3 concluyeron que 

Durante 1978 se orientarán preferentemente los gastos públicos hacia el mantenimiento de 

la ocupación. A este respecto se incrementarán los gastos estatales de inversión en un 30 

por 100. 

Es notable constatar la prioridad que el empleo tiene para dicho país, por lo que el 

gobierno español, a fin de que los empresarios puedan crear más empleos, decidió moderar 

los incrementos de los costes, a cargo de los empresarios, de cada puesto de trabajo, e 

incrementar la aportación del Estado, de modo que 

la participación del Estado en la financiación de la Seguridad Social pase de menos de un 

3,5 por 100 en 1977 a un 8,2 en 1978 y tienda hacia un 20 por 100 del total de la misma en 

1983, 

En México, en cambio, no se subraya la necesidad social de impulsar la ocupación y/o 

el empleo, como centro de la política social y de desarrollo humano. Por ejemplo: El 

Programa Nacional de Desarrollo Laboral 2001-2006 no toma en consideración la 

relevancia del empleo más que de manera asistencial o exclusivamente declarativa, pero de 

ninguna manera estructural. En parte alguna establece que el empleo deba situarse en el 

lugar principal al considerar reformas legislativas, sino que sólo hace mención de 14 líneas 

de acción totalmente insuficientes4
, debido a que no son proyectos generales, sino acciones 

reducidas a un público destinatario muy reducido. 

Esto no quiere decir que no exista interés en la administración pública por el tema. No. 

El problema es su poca difusión y las malas políticas y normas que tenemos. Y a lo 

comentaba Carlos Abascal, Secretario del Trabajo, en marzo de 2005: 

"La experiencia del desarrollo internacional nos ha mostrado que debemos lograr que el 

empleo y la ocupación productiva se coloquen como los temas prioritarios de la sociedad en 

el Estado. Por eso, tenemos que poner al empleo en el punto de encuentro de todas las 

3 Véase el texto en el siguiente sitio: http://www.vespito.net/historia/transi/pactos.html 
4 Propone, por ejemplo, conferencias, talleres de sensibilización, seminarios regionales sobre el trabajo 
infantil, mejorar las oportunidades y condiciones de empleo para los jóvenes (de manera simplemente 
declarativa), promover una nueva cultura laboral, programas para personas con discapacidad, consolidar a 
CHAMBA TEL, impulsar un programa de becas para desempleados, vincular a los trabajadores con los 
empleadores, etc., pero no establece la necesidad de que toda reforma t,!nga al empleo como centro o fiH. Es 
decir, sólo habla de programas concretos, pero no de un proyecto general que anime a toda acción pública. 
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políticas públicas del Poder Ejecutivo en sus tres órdenes de Gobierno, en el punto de 

encuentro de todas las decisiones legislativas, en el punto de encuentro de todos los 

esfuerzos de todos los sectores de la sociedad. Sólo así será posible asumir un compromiso 

verdadero de cara a la persona, a cada familia, a todo México, con el fin de impulsar la 

competitividad del país para el desarrollo humano, económico, social y cultural de todas y 

de todos, de manera sostenible y sustentable."5 

Fundamento humanista de la prioridad del empleo. 

Con mucha razón Juan Pablo II insistía en que " ... el trabajo humano es una clave, quizá 

la clave esencial, de toda la cuestión social, si tratamos de verla verdaderamente desde el 

punto de vista del bien del hombre."6 El bien del hombre exige que éste (es decir, el 

hombre) se desarrolle por sus propias fuerzas, mediante su trabajo. Por ello es absurdo 

pretender fundar políticas sociales en el bienestar del hombre sin tomar en consideración el 

papel prioritario que juega el trabajo dentro de dicho bienestar. Ninguna política asistencial 

será suficientemente humana, a menos que, entre sus tareas, se imponga la de abatir el 

desempleo y fomentar que todos sus destinatarios tengan la posibilidad de una ocupación 

decente 7. 

"El trabajo -me comentaba un amigo8
-, es el mayor bien que una persona puede tener". 

Tenía toda la razón: No obstante la carga o la dificultad que implique cada trabajo, nunca 

puede considerarse como una maldición. Al contrario "es un bien arduo, según la 

terminología de Santo Tomás, cualidad que no le quita el ser un bien. Y es no sólo un bien 

«útil» o «para disfrutar», sino un bien «digno», es decir, que corresponde a la dignidad del 

hombre, un bien que expresa esta dignidad y la aumenta. Queriendo precisar mejor el 

significado ético del trabajo, se debe tener presente ante todo esta verdad. El trabajo es un 

bien del hombre -es un bien de su humanidad-, porque mediante el trabajo el hombre no 

5 Palabras del Secretario del Trabajo y Previsión Social, Lic. Carlos Abascal Carranza, en la firma del 
Convenio de Colaboración Institucional entre la Secretaría del Trab¡tio con la Secretaría de Economía, 
BANCOMEXT, NAFIN, FUNTEC y FONACOT, para fortalecer el Observatorio Laboral Mexicano. 31 de 
marzo de 2005. 
6 Laborem Exercens, párrafo 3. 
7 En el sentido que la palabra "decente" tiene para la Organización Internacional del Trabajo. 
8 Comunicación personal de Enrique Mendoza. 
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sólo transforma la naturaleza adaptándola a las propias necesidades, sino que se realiza a 

sí mismo como hombre, es más, en un cierto sentido «se hace más hombre»". 9 

Cambios que debemos considerar para elaborar políticas de empleo pertinentes. 

El mercado laboral y sus reglas, así como la empresa y el tipo de trabajo que 

mayormente se desarrolla en México, deben ser considerados antes de pretender establecer 

políticas de empleo. Son éstas las que deben adaptarse a aquéllos, como toda norma debe 

adaptarse a la realidad, pero sin perder de vista el princi.pio de que el mercado está al 

servicio del hombre y no al revés. 

Quizá desde 1930 hasta 1975 10
, el modelo que prevalecía en el mercado laboral 

mexicano (¡y quizá mundial!) era el de la economía cerrada, que pretendía sustituir todo 

tipo de importaciones, a fin de ser autosuficiente. Las relaciones laborales se manejaban 

con fundamento en tecnologías fordianas, y el personal que se empleaba era 

mayoritariamente masculino, porque el trabajo era mayormente físico, y de tiempo 

completo. 

Ahora, desde 1975, que v1v1mos en una economía abierta, globalizada, con una 

revolución tecnológica en la que priva el conocimiento, y que la información se puede 

digitalizar, las técnicas de manejo de personal han cambiado, el trabajo no exige los 

esfuerzos físicos de antaño, por lo que ha cambiado también el personal mismo, que tiende 

a ser mixto. 

Por supuesto que esto que he comentado son tendencias, lo que no impide que sigan 

coexistiendo tecnologías de dos o tres etapas distintas. Sin embargo, hay algo que sí ha 

cambiado en prácticamente toda empresa: Antes privaba la inmovilidad, por lo que la 

protección al trabajador se fundaba, sobre todo, en fijar indemnizaciones ( como nuestra 

indemnización constitucional de 3 meses y veinte días por año de trabajo). En esa época, lo 

común era pasar tres décadas en la misma empresa, ,:::on el mismo equipo, y sin 

competencia externa. 

Esto ha cambiado. Ahora lo que manda es la movilidad. Elaine L. Chao, Ministra del 

trabajo de Estados Unidos, comentó recientemente que "el americano promedio habrá 

tenido 9 trabajos distintos para cuando tenga 34 años de edad, a fin de mejorar sus 

9 Laborem Ecercens, párrafo 9. 
10 Fechas obviamente aproximadas. 
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oportunidades económicas. Cada año, un tercio de nuestra fuerza de trabajo --constituida 

por 149 millones de personas- busca una nueva op011unidacl laboral. Eso es una muestra del 

tremendo dinamismo de nuestra fuerza laboral y de nuestra economía." 11 

Esto se confirma también con la tendencia que priva en España, país en donde más de la 

mitad de los españoles manifiesta que quiere cambiar de empleo. "El 58% de los españoles 

quiere cambiar de trabajo, en su mayoría con el objetivo de obtener una mejora salarial, 

según un estudio de la empresa de búsqueda de empleo por Internet Infojobs.net. No sólo 

eso, cada vez están más dispuestos a admitirlo delante de sus jefes actuales. Según el 

informe, realizado a partir de una encuesta entre 2.500 personas que buscan empleo y el 

análisis de los datos de más de 2,5 millones de candidatos registrados en el portal, a los 

españoles les preocupa menos reconocer que están permanentemente en busca de un trabajo 

que les ofrezca mejores condiciones. 

"En general, los licenciados universitarios con más de cinco años de experiencia son los 

más dispuestos a cambiar de empleo, mientras que las personas sin estudios y con pocos 

años de carrera laboral son más reacios a la movilidad laboral. 

"La mejora de la trayectoria profesional es el segundo motivo de más peso para cambiar de 

empleo, mientras que tener mejores horarios y cambiar de ambiente son los motivos que 

menos pesan a la hora de decidirse a cambiar de trabajo"12
• 

El mundo ha cambiado: los trabajos ya no son para toda la vida, y, por lo tanto, lo que 

debe protegerse es al trabajador dentro de la movilidad actual, no la inmovilidad o la 

sujeción a un puesto de trabajo durante toda la vida. Surgen entonces nuevas herramientas: 

Nuevas formas de contratación (a prueba, de aprendizaje), banco de horas, seguro de 

desempleo, capacitación constante, salarios participativos. Los actores tradicionales 

(empresarios, trabajadores y gobierno) deben enfrentar nuevos retos, y reconocer que las 

reglas de juego que habían sido eficaces en el pasado deben ser reformadas para hacerlas 

eficaces en los tiempos que vivimos. 

11 Discurso pronunciado durante la XIV Conferencia Interamericana de Ministros del Trabajo, el día 27 de 
septiembre de 2005. 
12 Cfr Europa Press, recuperado el 28 de octubre de 2005 
http://www.elmundo.es/mundodinero/2005/10/21/economia/l 129890931.html. Como se comprenderá, 
lamento no tener información sobre México a este respecto, pero no existe. El INEGI empezó a procesarla 
alrededor del año 2000, pero no perseveró en el empeño. 
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En México, el régimen legal tradicional (plasmado en la Ley Federal del Trabajo) ha 

protegido más a los que ya tienen un empleo de calidad, asegurado, etc., pero no a los que 

buscan trabajo y no lo encuentran. No protege a los trabajadores de la movilidad, sino que 

los sigue inmovilizando como se hacía antes, condenando a la mayoría de los trabajadores 

mexicanos a tener un empleo dentro de la economía irformal, y a nuestro país a un 

desempeño económicamente mediocre, como el de los últimos cincuenta años, a diferencia 

de la mejora que han experimentado otros países. 

Los países que instrumentaron reformas sociales, económicas, laborales desde hace 

4 décadas, en el sentido a que apunta la movilidad laboral de nuestros días, obtuvieron 

como resultado un crecimiento sostenido y acelerado: más del 7 por ciento anual durante 

medio siglo. En cambio, los países que no han mantenido una estrategia de crecimiento de 

largo plazo, muestran resultados desalentadores en la generación de empleos e ingresos. 

Como vemos en la siguiente gráfica, en 1950, el PIB por habitante de Corea era inferior 

en 58 por ciento al de México, y el de Taiwán en 56 por ciento. El de España era apenas 15 

por ciento superior al de México. 
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Cincuenta y cuatro años después, el PIB por habitante de esos países se multiplicó, en 

Corea 22 veces, en Taiwán 17 veces y en España 7 veces. En Taiwán y España, el PIB por 

habitante supera ahora al de México dos y media veces. El de Corea, que en 1950 no 

llegaba a la tercera parte de nuestro PIB, ahora duplica al de México 13
• 

A manera de conclusión previa. 

México requiere elaborar políticas públicas que prioricen el empleo. Que cada vez que 

se elabore un programa ejecutivo, o se pretenda reformar o publicar una nueva ley, es 

imperativo que se estudien, concienzudamente, los impactos que podrían tener en el 

empleo. 

En las condiciones actuales de nuestro país, con una gran número de puestos informales 

de trabajo, se requiere flexibilizar el mercado laboral 14
, que además impide tanto el 

incremento de la productividad de los trabajadores como la inversión necesaria para el 

incremento de la productividad del capital. Si no producimos un cambio, seguiremos 

teniendo un desempeño mediocre, a diferencia de los que piensan de otra manera, que han 

realizado reformas pertinentes, y que nos han dejado atrás mucho ha. 

El futuro de México dependerá, entre otras causas, de nuestra capacidad para concebir, 

aceptar, dar forma legal e instrumentar políticas que impulsen el desarrollo de las políticas 

públicas, de las políticas de empleo, y del lugar que juegan éstas dentro de aquéllas. Así, 

compartiendo una visión conjunta de lo que requerimos en México, los ciudadanos, las 

instituciones, los diversos tipos de organizaciones que ejecutan funciones de interés público 

y las autoridades, impulsaremos el nivel de vida de nuestros compatriotas15
. 

Adicionalmente, consolidaremos no sólo una necesaria estabilidad en nuestra política, 

13 Agradezco la elaboración de la gráfica al Mtro. Antonio Amerlinck. 
14 Insisto que en nuestro país y con sus condiciones. México ocupa el lugar 128 dentro de los países de la 
OCDE, en lo que se refiere a dificultades para contratar y despedir. Sin embargo, Francia, Alemania e Italia 
ocupan un lugar aún inferior al nuestro, según el mismo reporte. Esto indica que toda decisión de política 
pública debe elaborarse con conocimiento de la realidad nacional, estatal y municipal, así como del entorno 
internacional. Por supuesto, con una fuerte dosis de prudencia política, económica y social. Insistiré en este 
tema en las conclusiones de este trabajo. 
15 Cuando se pregunta uno: ¿Por qué algunas naciones son ricas mientras otras son pobres?, la idea clave es 
que las naciones producen dentro de sus fronteras no aquello que la dotación de recursos pennite, sino aquello 
que las instituciones y las políticas públicas penniten. M. Olson. en Nacional Financiera. El Mercado de 
Valores., octubre de 1999, Pág. 52. 
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sociedad y economía, smo que nos situaremos en una meJor posición respecto de la 

competencia global que enfrentamos. 
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CAPÍTULO I 

Definición de políticas públicas. Definición die políticas de empleo. 

Planteamiento del problema sobre la definición. 

Definiciones sobre políticas públicas hay varias, pero llama la atención que haya tantas 

variaciones de una a otra. Por eso surge la siguiente pregunta ¿qué es lo que pretenden 

definir? Quizá aquí esté el problema. La solución consiste en introducir un enfoque 

fenomenológico para definir dichas políticas. 

Algunos autores consideran que el actor principal de las políticas públicas es el 

gobierno, por lo que se enfocan más, en su definición, simplemente a ver la voluntad del 

gobierno. Por lo mismo comentan que "las políticas publicas generalmente se definen desde 

el punto de vista de la «decisión» del gobierno, que opta o no por aplicar. Dye menciona 

que una política pública es aquello que el gobierno escoge hacer o no hacer" 16
• Otros 

autores prefieren hacer énfasis en el hecho de que una política pública es una práctica 

social, como Frohock, quien considera que "una política pública es: una práctica social y no 

un evento singular o aislado, ocasionado por la necesidad de reconciliar demandas 

conflictivas o, establecer incentivos de acción colectiva entre aquellos que comparten 

metas" 17
• Por su parte, en una obra reciente, Lahera propone definir a las políticas públicas 

como "cursos de acción y flujos de información relacionados con un objetivo público 

definido en f01ma democrática; los que son desarrollados por el sector público y, 

frecuentemente, con la participación de la comunidad y el se,~tor privado". 18 

Me parece que se requiere una definición más estricta que las mencionadas. No basta 

para definir a las políticas públicas lo que afirman. Pero en el caso de Lahera, me parece 

que es un error pensar que las políticas públicas tengan que ser definidas de manera 

democrática. No estoy convencido que la democracia, ya sea como hecho o como valor, 

deba tomarse como elemento fundamental de la definición de políticas públicas. 

16 Cervantes Soberanes Irvin Edgar (sin indicación de fecha), Políticas Públicas. 
17 Citado por Ruiz Sánchez Carlos (1996), Pág. 15 
18 Eugenio Lahera (2002), Pág. 16. 
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Ni como hecho ni como valor, comenté. La democracia, como hecho, ¿es elemento sine 

qua non de la definición de políticas públicas? Si así fuera, supondría que una política 

pública lo es sólo cuando ha sido definida ( o procesada, según Lahera) democráticamente. 

Esto es, sujeta a las normas constitucionales, las que tendrán que haber sido definidas 

también de manera democrática. Y si hubiera alguna duda al respecto ¿tendríamos que 

hacer un estudio socio-histórico sobre la democracia en el momento en que se definieron 

las normas constitucionales? y ¿con qué criterio: con el nuestro, actual, o con el que se tenía 

cuando se produjeron? Esto nos llevaría a varios problemas. Por ejemplo en el caso de los 

Estados Unidos: Su constitución fue redactada y promulgada (el 17 de septiembre de 1787) 

por 55 delegados que fueron electos sin intervención de mujeres, excluyendo el voto de los 

negros, y de las personas que no poseyeran un activo determinado. Su constitución, 

entonces, ¿fue definida en forma democrática? Los objetivos públicos que de ahí surgieron 

¿fueron elaborados de forma democrática? No en los términos que le daríamos, en nuestros 

días, a la palabra "democrática". 

El problema sería peor si, en lugar de hacer un análisis socio-histórico, hiciéramos un 

análisis ético, es decir valorativo. La exclusión de personas de etnias negras 19
, de mujeres y 

de propietarios, en la elaboración de una Constitución que los regirá a todos ellos -incluso 

condenando a los negros a vivir en esclavitud- ¿es un acto democrático? ¿Será necesario 

decir que no? Queda, entonces, mostrado que la democracia no puede ser un criterio para 

definir a las políticas públicas20
• 

Si aplicamos a México el razonamiento anterior, no la definición de Lahera no saldría 

mejor parada. ¿Acaso podríamos decir que las restrictivas políticas de empleo mexicanas 

gozan de la aceptación mayoritaria de la población? Evident1~mente que no. 

Es entonces importante introducir el método fenomenológico para conseguir una 

definición más adecuada al sujeto que vemos todos los días: Existen políticas públicas, que 

son desarrolladas principalmente por el sector público (pero no sólo por él) y que gozan de 

aceptación general, porque el público supone que, si lo apoya el gobierno, o las leyes, o los 

medios de difusión masivos, deben ser aceptadas por todos. 

19 "Etnias", y no "razas", como insisten los americanos en seguir llamando a los que no son "blancos". 
20 Y mucho menos en el caso de la políticas actuales de empleo de nuestro país, que más tienden a inmovilizar 
el mercado de trabajo que a promover el empleo, como lo veremos en el ,:apítulo III. 
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El enfoque que daré, entonces, para la definición de pohticas públicas, es el propio de la 

fenomenología, que es el más adecuado para las ciencias sociales, ya que no pretenden dar 

definiciones valorativas, sino simplemente decir lo que sucede. 

Definición de políticas públicas. 

Las políticas públicas son proyectos de aceptación general, que gozan de la pretensión de 

ser justos, cuya aplicación depende mayoritariamente de los órganos del Estado. 

La definición propuesta pretende responder a las características de una definición real, 

es decir: Que se refiera a lo definido y sólo a lo definido, y que se defina por género 

próximo y diferencia específica. El género remoto es "proyecto", el género próximo es "de 

aceptación general, que gozan de la pretensión de ser justos", y la diferencia específica es 

"cuya aplicación depende mayoritariamente de los órganos del Estado". 

Esto se justifica etimológicamente hablando, porque la voz proyecto viene del latín 

projectio, "acción de echar para adelante", según Corominas (1997, voz abyecto). Pero es 

también el efecto de ser "pro-yectado", y en tal virtud, se puede tratar, por ejemplo, de un 

"conjunto de escritos, cálculos y dibujos que se hacen para dar idea de cómo ha de ser y lo 

que ha de costar una obra de arquitectura o de ingeniería"21
. 

En el caso que nos ocupa, una política pública es algo pro-yectado, en alguno de los 

muchos sentidos que puede tener el término. Es algo que ha sido pro-puesto, con el fin de 

que se discuta y se lleve a cabo. Por lo mismo, puede ser, también, algo publicado (i.e., 

hecho público), lo que en nuestro país se hace en el Diario Oficial de la Federación. Por 

último, se trata, para nuestro interés, de algo que ha sido "yecto" o "lanzado" y que ha sido 

"tomado" por alguien. Ese alguien es el público en general. De aquí que afirme que una 

política pública es lUl proyecto de aceptación general, y es de aceptación general, porque 

tiene la pretensión de ser justo. Esto es evidente, dado que dificilmente llll proyecto podría 

gozar de aceptación general si no se fundara en una convicción, impresión o vivencia de 

que es justo. 

Última parte de la definición: " ... cuya aplicación depende mayoritariamente de los 

órganos del Estado". Y esto es así porque es de interés nacional. No se deja al actuar 

voluntario, coylllltural, contingente, de los particulares, sino que se acepta que el Estado 

21 Dámaso Alonso (1968), voz: Proyecto. 

14 



debe ser el elemento fundamental de su realización, es decir, de hacerlo real, de lograr que 

tenga existencia efectiva.22 Por lo mismo, se exige al Estado que lo realice y se le recrimina 

su omisión -real o imaginaria- de hacerlo, so pena -de nuevo realmente o sólo existente en 

el imaginario colectivo- de perder un activo nacional fundamental. Valga el ejemplo de la 

intervención del Estado en la generación de electricidad: En México se considera no sólo 

como una atribución legal exclusiva del Estado y, por tal motivo, se establece así desde la 

Constitución. Y tiene -por supuesto- la pretensión de ser justa ... no el hecho de ser justa en 

verdad. Pero esa es una de las características de la definición de política pública, que le 

baste tener la pretensión de ser justa. Y no porque la justicia real no importe: Creo que es lo 

que importa más. Un Estado con políticas públicas que re:ílejen un buen conocimiento de 

las cosas, un Estado con políticas realistas, eficientes, que respondan a las exigencias de 

justicia de sus nacionales, podrá enfrentar exitosamente las coyunturas nacionales que se 

presentan dentro de un entorno sumamente competido23
, pero para pasar al campo de la 

justicia concreta abandonaríamos el método fenomenológico que he decidido adoptar.24 De 

nuevo: No es que no importe la justicia como exigencia real, y las formas efectivas de 

llevarlas a la práctica, pero en este escrito me interesa enfocar las políticas públicas que 

existen independientemente de que sean justas, mientras que gocen de aceptación general. 

Me permito proponer un ejemplo: Sugiera usted ante un público heterogéneo que se 

privatice el Instituto Mexicano del Seguro Social. Podemos suponer que las reacciones 

-aunque la mayoría de la gente no comprenda que se entiende por "privatizar"- serán 

totalmente en contra. El IMSS es considerado la concretización de una política pública de 

atención médica (semi) gratuita para los trabajadores. No importa que su pasivo laboral 

(seis veces mayor que los pasivos del Instituto Bancario de Protección al Ahorro) ponga en 

peligro su viabilidad y hasta las finanzas nacionales. Tampoco importa, por supuesto, que 

exista(n) alguna(s) alternativa(s) viable(s). La respuesta es un rotundo no, al menos de 

22 Corominas (1997), voz: Real. 
23 Siempre, es claro, que exista voluntad política de llevarlas a la práctica mediante instrumentos legislativos 
(leyes, principalmente) y ejecutivos (programas). 
24 El Dr. Miguel Villoro (1974, Pág. 127) cuando propone su definición de derecho, habla de manera 
semejante a la mía. Para él -y comparto su convicción- el derecho es "un sistema racional de nonnas sociales 
de conducta, declaradas obligatorias por la autoridad, por considerarlas soluciones justas a los problemas 
surgidos de la realidad histórica". Véase que afirma que entran dentro del concepto de derecho aquellos 
sistemas que se han considerado justos, no que necesariamente lo sean. 
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manera general (siempre existirán personas con imaginación creativa), debido a que el 

colectivo nacional lo considera justo. He aquí una concretización de una política pública. 

Políticas de empleo. 

Las políticas públicas de empleo son la rama de las políticas públicas que se refieren al 

fomento, conservación y promoción del empleo (sean o no atinadas, como hemos señalado, 

e independientemente del lugar que tengan dentro de las políticas públicas). Las políticas 

públicas de empleo deben apoyar la creación y funcionalidad del mayor número de puestos 

de empleo. Y lo deben hacer dentro del mercado laboral que tenemos actualmente, es decir, 

dentro de un mercado laboral que se caracteriza por la movilidad. Por tal motivo, son muy 

importantes las normas que, de adoptarse, podrían impulsar el empleo en el momento actual 

en México. De manera enunciativa podemos contar, entre ellas, a las que establecen bancos 

de horas, las que flexibilizan las relaciones de trabajo (y que dinamizan el mercado laboral), 

las que crean nuevas formas de contratación, las que simplifican la contratación y el 

despido (sí: el despido, dado que la rigidez para despedir se convierte en una traba para la 

contratación y para la creación de nuevos puestos de trabajo, como veremos en este 

trabajo). 

¿Qué sigue en este trabajo? 

En los capítulos II y 111 revisaremos varias políticas de empleo, tanto nacionales como 

extranjeras, que encajan en las definiciones propuestas. En el caso de las políticas de 

empleo nacionales, no serán forzosamente explícitas, ni forzosamente justas, m 

forzosamente convenientes para el país, lo que encaja en las definiciones que proponemos. 

Y las encontraremos, sobre todo, enmarcadas o propuestas por leyes que gozan de la 

presunción de ser justas, convenientes, adecuadas... aunque no siempre lo sean. A 

continuación, haremos algunas propuestas de políticas de empleo para México, en el 

capítulo IV. Por último, unas consideraciones finales, subrayando la importancia de la 

prudencia y de la retórica, en las conclusiones. 
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CAPÍTULO II 

Políticas de empleo en países seleccionados. 

Supuestos evidentes. 

Algo sucede en el mundo actual frente a lo que México debe tomar una postura y 

mejorar sus políticas de empleo. El "Cónsul mexicano en Hong Kong, con visible 

incomodidad, comienza a proponer a sus colegas empresarios proveerse de materia prima 

china o de plano cerrar las fábricas y venir a maquilar acá. Impresiona a la consejera 

comercial del Gobierno, quien urge a desburocratizar. "Necesitamos reaccionar ya, es 

urgente, a medida que pase más el tiempo los chinos van a tomar más ventaja, y si no lo 

hacemos las empresas mexicanas van a desaparecer y nuestros obreros se van a quedar sin 

empleo", urge Mario Leal, el Cónsul mexicano en Hong Kong, la región administrada por 

China y considerada el puente comercial entre el dragón asiático y el resto del mundo"25
. 

Es absurdo pretender inventar el hilo negro. Un país que quiera instrumentar una 

reforma -en este caso sobre políticas de empleo- debe saber qué está pasando en otros 

países. Dada la globalización26 actual, tanto del conocimiento, de las telecomunicaciones, 

del comercio, etc., es evidente que la globalización sí afecta los límites dentro de los que 

nos podemos mover. Como ningún país es absolutamente autónomo, ni puede promover 

políticas de empleo al margen de la realidad, es indispensable conocer nuestra realidad, así 

como las políticas de empleo en otros países. Eso es precisamente lo que pretendo hacer en 

el presente capítulo, con respecto a algunos países y a sus políticas: Presentar sus directivas 

y normas sobre empleo27
• 

25 Marce la Turati, Fincan chinos éxito en disciplina laboral, Diario Refonna, 13 de agosto de 2003. 
26 Que bien puede entenderse como "la presencia del mundo entero en nuestras vidas", según la Comisión 
Justitia et Pax del Episcopado francés, o el entorno de nuestro país, como podríamos decir más simplemente. 
27 Omito referirme al caso estadounidense -salvo dos breves referencias- por tres motivos. El primero es que 
algunos críticos desechan de antemano cualquier referencia que provenga de los Estados Unidos. Con el mote 
de "neoliberal" se despacha de un plumazo cualquier intento serio de estudio del mercado laboral americano. 
Por otra parte, la cercanía nos impide hacer, en ocasiones, un estudio imparcial de lo que nos es cercano. Por 
último, los países seleccionados para este trabajo tienen un sistema jurídico semejante al mexicano, por lo 
que, pese a la distancia, nos son más cercanos. 
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Promover el empleo y proteger al trabajador. 

Muchos países han reaccionado ya a la urgencia de enfrentar el desempleo y de promover 

el empleo como la única forma digna de llevar la vida. Mostraré, a continuación, algunas 

medidas que han tomado diversos países. 

Flexibilidad de la jornada de trabajo en el ámbito internacional. 

Diversos países y, sobre todo, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) han 

buscado la manera de que, respetando la dignidad del trabajo y de los trabajadores, se 

adapten las jornadas laborales a las necesidades de la producción -y se promueva el empleo 

productivo-, mediante una distribución semanal o anual de las horas laborables, dentro de 

lo que algunos han denominado "banco de horas". 

La OIT ha adoptado 9 convenios específicos sobre horas de trabajo, de los cuales 3 han 

sido retirados por falta del número de ratificaciones necesarias para su entrada en vigor 

(C46, C51 y C61). De los 6 restantes (Cl, C30, C43, C47, C49 y C153), sólo 2 son 

aplicables al caso de reducción y compensación de las horas de trabajo dentro de la jornada 

laboral: Se trata de los convenios 1 y 30. 

El Convenio No. 1, de 1919, no ha sido ratificado por México. Limita las horas de 

trabajo en las empresas industriales a ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales. El 

artículo 2.b del Convenio establece que en todas las empresas industriales públicas o 

privadas, cualquiera que sea su naturaleza, con excepción de aquellas en que sólo estén 

empleados los miembros de una familia, la duración del trabajo del personal no podrá 

exceder de 8 horas por día y de 48 horas por semana. No obstante -señala-, cuando en 

virtud de una ley, de la costumbre o de convenios entre las organizaciones patronales y 

obreras la duración del trabajo de uno o varios días de la semana sea inferior a 8 horas, una 

disposición de la autoridad competente, o un convenio ,entre las organizaciones o sus 

representantes, podrá autorizar que se sobrepase el límite de ocho horas en los restantes 

días de la semana. El exceso del tiempo previsto nunca podrá ser de una hora diaria. 

El convenio 30, once años posterior ( de 1930), ya fue ratificado por México. Se refiere 

a la reglamentación de las horas de trabajo en el comercio y las oficinas. El artículo 3 de 

dicho convenio también establece que las horas de trabajo del personal no podrán exceder 

de 48 horas por semana y 8 por día. No obstante, el artículo 4 señala que las horas de 
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trabajo por semana "podrán ser distribuidas de suerte que el trabajo de cada día no exceda 

de diez horas". La reglamentación propia de cada país, al respecto, será emitida "previa 

consulta a las organizaciones interesadas de empleadores y trabajadores y habida cuenta, 

especialmente, de los contratos colectivos que puedan existir entre esas organizaciones" 

(Art. 8). 

Por lo dicho, es evidente que de acuerdo con los Convenios de OIT, no habría algún 

problema para que los empleadores y sindicatos acordaran la disminución de la jornada de 

trabajo por un tiempo determinado con pago completo de su salario, y la compensación de 

ese tiempo en un futuro -o viceversa-, siempre que la distribución de las horas trabajadas 

que se van a compensar no exceda de 1 O horas al día en el comercio y oficinas. 

Cabe señalar que, en materia de jornada de trabajo, la OIT ha opinado que la fijación 

del tiempo de trabajo ha evolucionado en función de factores económicos tanto nacionales 

como internacionales. 28 Desde el punto de vista de los empleadores, la posibilidad de echar 

mano de la flexibilidad de contratación y del tiempo de trabajo es fundamental, 

particularmente en épocas de recesión económica, de modo que puedan mantener y 

acrecentar la productividad y la competencia de los mercados, sacando el mejor provecho 

de su capacidad instalada y adaptándose rápidamente a las fluctuaciones del mercado.29 Por 

otra parte, desde el punto de vista de los trabajadores, la principal necesidad es la de 

aumentar el empleo en países donde las tasas de desempleo han tendido a elevarse30
• Por tal 

causa, parece natural buscar instrumentar la flexibilidad d,! los criterios aplicados a las 

horas de trabajo, que tiende a impulsar la productividad de las fuentes de trabajo y, por lo 

mismo, su crecimiento y capacidad para dar más empleo. La breve reseña que haré a 

continuación mostrará que una gran cantidad de países ha considerado conveniente, tanto 

para el dinamismo económico como para el impulso del empleo, la flexibilización de la 

jornada de trabajo: 

Brasil. La Constitución de Brasil permitía ya la compensación de horarios y la 

reducción de la jornada mediante acuerdo o convenio31
. La reforma de enero de 1998 

28 Organización Internacional del Trabajo (1990), Resúmenes de normas .internacionales del trabajo, Oficina 
Internacional del Trabajo, segunda edición, Ginebra, pp. 127 y 128. 
29 Idem p. 127. 
30 Jbidem. 
JI Art. 7, XIII. Constitm:ión de la República Federativa de Brasil, recuperado el 4 de noviembre de 2005, de 
http ://ale j andria.ccm. itesm. mx/bib I ioteca/ digitallaDa/ A P Ae lcctron icas. htm 1 #9 
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completa el sistema flexible, aportando el reconocimiento legal del banco de horas. Este 

sistema permite reducir la duración del trabajo en períodos de poca actividad sin reducción 

del salario, permaneciendo un crédito de horas para que sean utilizadas en los de alta 

actividad, sin que se supere un límite de 10 horas de jornada máxima. Si el trabajador 

termina su contrato, y el crédito fuera a su favor, el empleador las pagará como horas 

extraordinarias. 

Argentina. La reforma de la Ley Nacional de Empleo, hecha por la ley 24,013, 

permitió anualizar las jornadas en Argentina, de modo que, en adelante, puedan convenirse 

métodos de cálculo de la jornada máxima de trabajo, por dfa, con fundamento en un banco 

anual. Esto logra que no se paguen horas extras de trab;tjo, a menos que el tiempo de 

trabajo anual rebase dicho banco. 

Reino Unido. Ha difundido ampliamente el horario anualizado, especialmente en las 

actividades que tiene una demanda variable e imprevisible, así como en las industrias con 

procesos continuos, lo que ha facilitado la introducción de turnos de 12 horas, de turnos de 

únicamente el fin de semana y de semanas de siete días laborables, sin incurrir en los gastos 

que suponen las horas extraordinarias injustificadas.32 

Francia. La Ley núm. 93-1313/1993 relativa al trabajo, el empleo y la formación 

profesional, introdujo la posibilidad de trabajar semanalmente un número variable de horas 

durante todo el año o parte de él, dentro de unos límites definidos, con la condición de que 

venga acompañada de una reducción del tiempo de trab~jo. Desde entonces, un número 

cada vez mayor de empresas manufactureras calcula anualmente el tiempo de trabajo, 

incluido el trabajo a tiempo parcial, con el fin de adaptarlo a las variaciones de la 

demanda.33 

Italia. Muchos convemos colectivos de industria anualizan el horario de trabajo, 

incluido el trabajo a tiempo parcial. Por ejemplo: En la industria textil, un convenio 

nacional de 1995 autorizó a las empresas a tener en cuenta las necesidades de producción 

estableciendo diferentes calendarios de trabajo en momentos especiales del año, pero 

limitando el número total de horas extraordinarias a 96 por trabajador y año. Los empleados 

pueden tener que trabajar más de 40 horas semanales, pero no más de 48, durante períodos 

32 Ozaki (2000), Negociar la flexibilidad. Función de los interlocutores sociales y del Estado, Oficina 
Internacional del Trabajo, Ginebra, Pág. 31. 
33 lbidem. 
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de intensa demanda de la producción y trabajar menos de 40 horas en caso contrario. 

Reciben la misma remuneración semanal durante las semanas largas y las cortas, con lo que 

se evita el pago de horas extras. 34 

Países Bajos. Las horas de trabajo también se calculan anualmente. Muchos convenios 

combinan jornadas de trabajo más largas (nueve horas diarias) y semanas laborales más 
-

cortas ( cuatro días a la semana). Como resultado de ello, la duración media de la semana 

laboral ha disminuido.35 

España. No tenía tendencia nacional de anualización de la jornada laboral, cuando 

inicialmente se firmó un convenio colectivo en Alcatel Cable Ibérica, que la introdujo, de 

modo que hubiera semanas laborales con más horas de trabajo durante el segundo semestre 

del año, en el que espera una mayor demanda de sus produ:tos36
. El ejemplo ha cundido. 

Ahora la jornada media pactada en 2004 fue de 1, 7 57. 9 horas/año, 5 .1 horas/año superior a 

la pactada en 2003. La cantidad puede deberse, en buena parte, a la falta de datos sobre la 

negociación de los convenios en las dos ramas de actividad que presentan menor jornada 

anual: educación y administración pública, defensa y seguridad social obligatoria. Es 

previsible que el promedio de jornada anual pactado en el total de la negociación colectiva 

haya sido menor al señalado, pero lo importante es mostrar que España ya ha adoptado el 

sistema de acumulación de jornada. 

Hay otros países no tienen una tendencia nacional generalizada a la anualización del 

tiempo de trabajo, pero hay ejemplos importantes de esta práctica: 

Noruega. Estableció una posibilidad de anualizar la jornada laboral de manera más 

estricta. Se necesita un acuerdo por escrito de los interlocutores sociales para que se 

autorice promediar el tiempo de trabajo durante un período no superior a un año. No 

obstante, este plazo puede ampliarse con autorización de la inspección del trabajo. En todo 

caso el número de horas diarias no puede pasar de nueve. 37 

Estados Unidos. La anualización está permitida en el caso de los trabajadores 

asalariados, y prohibida sólo cuando se trata de trabajadores no asalariados, ya que la 

34 Ibídem. Este resultado, el de evitar el pago de horas extras, ha sido visto en México como algo indebido 
( caso del Lic. Arturo Alcalde), cuando en realidad con él se logra reconocer su verdadera naturaleza. 
35 Ozaki (2000), ibídem. 
36 ldem p. 32. 
37 Ibídem. 
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legislación requiere el pago de horas extraordinarias cuando se superan las 40 horas por 

semana, incluso aunque el horario laboral se reduzca en las semanas siguientes.38 

Otras experiencias internacionales sobre flexibilización y empleo. 

Argentina. En Argentina, la Ley de Empleo Estable39 reconoce -a diferencia de nuestra 

ley- que la creación de un puesto de trabajo es algo costoso, y que el empleador debe tener 

la facultad de probar las capacidades o competencias del trabajador por un tiempo 

razonable. Por tal motivo, el artículo 1 º establece que 

"El contrato de trabajo por tiempo indeterminado, a excepción del contrato de trabajo 

caracterizado en el artículo 96 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (texto según Ley 

Nº 24.013), se entiende celebrado a prueba durante los primeros tres (3) meses. Los 

convenios colectivos de trabajo pueden modificar dicho plazo hasta un período de seis (6) 

meses. 

"Si el empleador es una pequeña empresa definida por el artículo 83 de la Ley Nº 

24.467, el contrato de trabajo por tiempo indeterminado se entenderá celebrado a prueba 

durante los primeros seis (6) meses. En este último caso los convenios colectivos de trabajo 

pueden modificar ese plazo hasta un máximo de doce (12) meses cuando se trate de 

trabajadores calificados según definición que efectuarán los convenios." 

El artículo 2º impulsa aún más al empleo, al disponer que "El empleador que produzca 

un incremento neto en su nómina de trabajadores contratados por tiempo indeterminado, 

definido ese incremento conforme los criterios que establezca la reglamentación, gozará de 

una reducción de sus contribuciones a la Seguridad Social, en relación a cada nuevo 

trabajador que de tal modo incremente la dotación". La reducción puede llegar hasta a 

eximir de pagar las cuotas de seguridad social, si el trabajador fuera mayor de 45 años o 

mujer jefe de hogar40
. En México, en cambio, el impuesto sobre nómina41 castiga la 

creación de nuevos empleos, cobrando un impuesto sobre cada puesto de trabajo nuevo que 

se cree. 

38 Jbidem. 
39 Publicada el once de mayo del año 2000. 
40 A fin de evitar problemas de financiamiento de la Seguridad Social, se inc.1.uye una partida compensatoria 
en e! Presupuesto Nacional. 
41 Estrictamente llamado "Impuesto sobre Remuneraciones al Traba,jo Personal". 
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Por lo que se refiere a relaciones colectivas, a fin de evitar que una huelga estalle o, una 

vez estallada, se alargue irracionalmente -lo que acaba con empleos y empresas a la vez-, se 

agregó al artículo 4° de la Ley Nº 23.546, el siguiente texto, para que exista información y 

negociadores que ayuden a superar dicha situación: 

"3. Las partes están obligadas a negociar de buena fe, lo que implica: 

a) La concurrencia a las reuniones fijadas de común a.cuerdo o por los organismos o 

terceros que las convoquen en el marco de los procedimientos de solución de 

conflictos previstos en el artículo anterior. 

b) La designación de negociadores con mandato suficiente. 

c) El intercambio de la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones 

en debate para entablar una discusión fundada y obtener un acuerdo fructífero y 

equilibrado. En especial las partes están obligadas a intercambiar la información 

relacionada con la distribución de los beneficios de la productividad y la 

evolución reciente y futura del empleo. 

d) La realización de reales esfuerzos conducentes a lograr acuerdos." 

Incluso se establece que "será considerada práctica desleal y contraria a la ética de las 

relaciones profesionales del trabajo, por parte de los empleadores, de las asociaciones 

profesionales que los representen o de las asociaciones sindicales, la de rehusarse 

injustificadamente a negociar colectivamente de buena fe con la asociación sindical, el 

empleador o la organización de empleadores legitimados para hacerlo o provocar dilaciones 

que tiendan a obstruir el proceso de negociación"42
• El tribunal correspondiente puede 

ordenar el cese del comportamiento obstructivo e imponer fuertes multas, tanto a los 

trabajadores como a los empleadores, que pueden llegar al ciento por ciento de los ingresos. 

El 29 de abril de 1999, el Instituto de Mundo del Trabajo organizó un seminario con la 

participación de representantes del mundo empresarial y sindical, legisladores, funcionarios 

y jueces del trabajo, y especialistas, con el fin de elaborar una agenda de consenso, 

orientada a resolver los problemas laborales y de empleo que afoctaban a la Argentina43
• 

El primer tema fue la Generación de Empleo Productivo, Creación de Empresas y 

Políticas Publicas de Promoción, motivado por la necesidad de "diseñar una política de 

42 Artículo 4º de la Ley Nº 23.546. 
43 Véase http://www.mundodeltrabajo.orn.ar/imtarchivos/sem29Tl %20MTSS%20SIFE.htm, recuperado el 14 
de noviembre de 2005. 
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evidente -lo digo con pena por mi país- que sí sirve procurar ponerse de acuerdo en el 

empleo y desarrollar políticas al respecto 45
. 

España. Tiene una ya amplia historia de elaboración de políticas de fomento de empleo. El 

Reino inició con los Pactos de la Moncloa que, como comenté en la introducción, desde 

197i6 concluyeron que "Durante 1978 se orientarán preferentemente los gastos públicos 

hacia el mantenimiento de la ocupación. A este respecto se incrementarán los gastos 

estatales de inversión en un 30 por 100." Como el empleo es prioritario para el gobierno 

español, decidió, a fin de que los empresarios pudieran crear más empleos, moderar los 

incrementos de los costes, a cargo de los empresarios, de cada puesto de trabajo, e 

incrementar la aportación del Estado, de modo que "la participación del Estado en la 

financiación de la Seguridad Social pase de menos de un 3 ,5 por 100 en 1977 a un 8,2 en 

1978 y tienda hacia un 20 por 100 del total de la misma en 1983". 

Se ve que los Pactos de la Moncloa no fueron algo del pasado sino que, incluso, los 

principios de la política de empleo arrancan de la Constitución Española , aprobada en 

1978. La inspiración constitucional se recoge, entre otros, en los siguientes artículos: 

artículos 40, 41, y 42, que establecen los Principios Rectores de la Política Social y 

Económica. 

Por su parte, la Ley 51/1980 de 8 de octubre (B.O.E. 17-10-1980), denominada Ley 

Básica de Empleo, establece con realismo económico y hwnanismo laboral, en el artículo 

1 º, que "l. La política de empleo es el conjunto de decisiom:s que tienen como finalidad 

esencial la consecución del equilibrio a corto, medio y largo plazo, entre la oferta y la 

demanda de trabajo, en sus aspectos cuantitativos y cualitativos, así como la protección de 

las situaciones de desempleo. 2. Las medidas de política de empleo previstas en la presente 

Ley se adoptarán en el marco de la política económica del Gobierno, de forma que permitan 

conseguir y mantener el nivel de pleno empleo, mejorar la estructura ocupacional y 

fomentar la mejora de las condiciones de vida y de trabajo"'. Entre los objetivos de la 

45 Y no se diga que se hizo con medidas "neoliberales": el nuevo gobierno uruguayo es de los 
autodenominados de "izquierda", además de que las medidas gubernamentales fueron apoyadas por el 
movimiento sindical. Incluso la afiliación sindical tuvo un gran crecimiento, así como la fonnación de nuevos 
sindicatos. 
46 Véase el texto en el siguiente sitio: http://www.vespito.net/historia/transi/pactos.html 
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trabajo y empleo capaz de poner en marcha una sociedad de progreso, en la que el 

crecimiento económico se vincule a las necesidades del empleo, que asuma la problemática 

de las Pymes, que ubique en el centro del sistema la cuestión de la educación y el ingreso 

de los jóvenes al mundo laboral, reformule las relaciones laborales, priorice las condiciones 

y medio ambiente de trabajo, reoriente la grave evolución del sistema previsional, 

promueva la igualdad de oportunidades en el trabajo entre mujeres y varones, contemple las 

necesidades laborales de las personas con discapacidad, y tienda a erradicar el trabajo 

infantil. "44 

No les costó mucho trabajo partir del supuesto de que era necesario partir de cuatro 

supuestos a fin de generar empleo: La importancia del crecimiento económico sostenido, 

vinculado a la generación de empleo productivo, estable y de calidad; el impulso a las 

pequeñas y medianas empresas (PyMES); la igualdad de oportunidades educativas para los 

jóvenes y reentrenamiento para los desocupados, y la modernización de las relaciones 

laborales. Llegaron a la conclusión de que una política laboral progresista requiere, 

inexorablemente, desmontar el actual "Estado empresario" y .sustituirlo por un Estado capaz 

de ejercer la "soberanía interior", esto es, reorientar y rediseñar la lógica de acumulación de 

la economía de mercado. Pero no se crea que esto significa de:bilitar al Estado. Al contrario: 

Manifestaron que este último objetivo sólo será posible re.:;tableciendo las funciones de 

regulación del Estado, lo cual debe ser realizado por un gobierno fuerte. 

Uruguay. A partir del primer semestre del 2005, el nuevo gobierno uruguayo ha adoptado 

una postura radicalmente diferente a la de los anteriores. Priorizó el tripartismo y, con base 

en dicho sistema, convocó a las organizaciones más representativas de empresarios y 

trabajadores a formar un ámbito de trabajo conjunto para llegar a un "Compromiso 

Nacional para el Empleo, los Ingresos y las Responsabilidades". Uno de los resultados fue 

que en el primer semestre del año se registró la conflictividad más baja registrada en los 

últimos diez años. Esto se observó en el número de conflictos, que fue sensiblemente menor 

a otros años, pero sobre todo en las jornadas perdidas en relación con las laborables. Es 

44 Para dicho fin, llegaron a la conclusión de que para "implementar esta política de trabajo y empleo es 
necesario rediseiiar profundamente los roles y funciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la 
Nación, de las Administraciones del Trabajo provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, y de las áreas de 
empleo de las municipalidades". 
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política de empleo, se encuentran diversas medidas, y el reconocimiento de que la 

movilidad laboral es un hecho 47
. 

Dicha ley, para que no quede duda que se trata de una política nacional de fomento del 

empleo, establece que "El Gobierno prestará especial atención a la formación y desarrollo 

de una política de fomento del empleo, buscando la máxima utilización de los recursos 

humanos y económicos disponibles"48
• 

Por último, en la "Declaración para el Diálogo Social 2004", se establece que "como 

expresión de una voluntad compartida de fortalecer el diálogo social así como de transmitir 

a la sociedad en su conjunto un inequívoco mensaje de confianza institucional, el Gobierno, 

la Confederación Sindical de Comisiones Obreras, la Unión General de Trabajadores, la 

Confederación Española de Organizaciones Empresariales y la Confederación Española de 

la Pequeña y Mediana Empresa han convenido en suscribir la presente Declaración, que 

define las materias, objetivos y orientaciones generales conforme a las que ha de 

desarrollarse una nueva etapa del diálogo social en España, o:rdenada, de manera inmediata, 

a la consecución de acuerdos para favorecer la Competitividad, el Empleo Estable y la 

Cohesión Social." No faltan acuerdos en España, renovados constantemente, a fin de seguir 

superando la condición laboral y económica de dicho país. 

Es de llamar la atención no sólo que dicha Declaración situó el diálogo social como 

prioridad para la legislatura y estableció el compromiso del Gobierno de no llevar a cabo 

reformas del mercado de trabajo y de las relaciones laborales sin contar con el consenso de 

los agentes sociales. La principal novedad de esta etapa estriba en el método de trabajo 

adoptado, mediante la plasmación, al inicio de la legislatura, ,;!n un documento unitario, de 

los propósitos y los compromisos para avanzar en la solución concertada de los problemas, 

así como en la orientación estratégica de alcanzar un modelo de crecimiento económico 

equilibrado y duradero basado en la mejora de la competitivJ.dad de las empresas y en el 

incremento de la productividad, en aras de más empleo de calidad. 

47 Como se puede ver en el artículo 2°, que establece que "Los objetivos de la política de empleo son: [ ... ] 
e) Proteger la movilidad ocupacional de la mano de obra, y la geográfica cuando fuese imprescindible, a fin 
de conseguir una mayor adecuación cualitativa y cuantitativa de las ofertas y demandas de empleo." 
48 Artículo 4°. 
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Alemania. Las elecciones del 2005 m1ificaron a los alemanes, y me refiero que lo hicieron 

no porque haya habido W1 voto ligeramente mayoritario para Angela Merkel que para 

Schroeder. No. La m1ificación fue mayor, y tuvo un grado de aceptación mucho mayor que 

el que logró Merkel: Consistió en que ambos partidos -el de Schroeder y el de Merkel­

coincidieron en varios puntos prácticos que apoyan la generación de empleos49
• 

El bloque de partidos encabezados por el Partido Demócrata Cristiano de Merkel está 

dirigido a levantar la economía estancada de Alemania. Su programa es favorable hacia las 

empresas y negocios, y está dirigido a cortar costos laborales y suavizar las reglas para 

contratar y despedir a los trabajadores, de modo que se apoye la generación de más 

empleos. Aunque las reformas que se plantean en el programa no son tan drásticas como las 

de Margaret Thatcher, con la que Merkel es comparada, éstas han sido recibidas con 

entusiasmo por la comunidad de negocios y los economistas en general. 

Por su parte, los líderes del Partido Social Demócrata -todavía cuando confiaban que 

ganarían- declararon que continuarían moldeando las políticas de Schroeder para los 

siguientes cuatro años, y que se enfocarían en el empleo, la seguridad social y m1a vida 

digna para todos. 

Bajo el gobierno encabezado por Merkel, será más fácil para las pequeñas y medianas 

empresas contratar y despedir trabajadores. Para las nuevas contrataciones en empresas con 

20 o menos trabajadores, se suspenderá la protección contra despido injustificado. La 

medida tiene la intención de que este tipo de empresas estén dispuestas a invertir un capital 

mayor y a contratar más trabajadores, sin el temor de que, si la empresa fracasare, tuvieran 

que indemnizar a más trabajadores. 

Igualmente se establecerían reglas para que las empresas contraten trabajadores 

temporales más fácilmente. Se apoyará aún más al trabajo de· tiempo parcial, para aquellas 

personas que tienen bajo su cuidado niños o adultos mayores. 

El programa hará posible que los empleadores y trabajadores realicen la negociación 

colectiva en lo individual por cada empresa, y eviten los contratos que establecen los 

salarios para un sector económico, que es la práctica común en el sector industrial alemán 

en la actualidad. 

49 La diferencia entre ambos consiste en que Angela Merkel afirma que será la mano que realice las reformas 
y está dispuesta a tomar las duras decisiones que el Canciller Schroeder ha evitado hacer. 
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Francia. Propuesta del Plan de Emergencia de Empleo. El Primer Ministro, Dominique de 

Villepin, se comprometió el 8 de junio del 2005 a ganar "la batalla del empleo". Detalló las 

grandes líneas de un plan de emergencia, que se llama Ganar la batalla al empleo. Su plan 

para el empleo prevé, en particular, ir a "buscar el empleo allí donde se encuentra", es 

decir, en las pequeñas empresas y en las empresas de menos de 1 O empleados, de manera 

especial en el campo de los servicios, y empleo para jóvenes y personas de más de 50 años. 

Dominique de Villepin propone varias medidas para los dos millones y medio de 

empresas existentes con menos de 1 O trabajadores, objetivo prioritario de este plan: 

Simplificar la contratación y crear un "contrato de nueva contratación". Se trata de un 

nuevo tipo de contrato de trabajo indefinido, mejor adaptado a las necesidades de las 

empresas de menos de 1 O trabajadores. Prevé un período de prueba de dos años. La 

antelación del preaviso de despido se determinará en función de la antigüedad del 

trabajador en la empresa50
. Después del término de dos ai'ios queda bajo el esquema del 

Código de Trabajo y la contratación colectiva vigentes. 

Del costo suplementario de la contratación de un décimo trabajador, estimado en 5.000 

euros de media anual, el Estado se hará cargo de las cotizaciones suplementarias a partir del 

décimo asalariado. 

Asimismo, el Primer Ministro ha pedido a la Agencia Nacional para el Empleo que 

celebren entrevistas individuales con los 57,000 jóvenes en paro desde hace más de un año, 

antes de finales de septiembre, para proponerles un trabajo en una empresa, un contrato de 

aprendizaje o incluso un contrato no mercantil. La contratación de menores de 25 años ya 

no se incluirá en el descuento de los umbrales de 1 O y 50 trabajadores, y los jóvenes que 

acepten un empleo en un sector que esté atravesando dificultades de contratación, se 

beneficiarán personalmente de un descuento impositivo de 1.000 euros51
• Por último, se 

trata de un contrato de trabajo temporal, firmado por una duración mínima de 6 meses, 

renovable dos veces dentro de un plazo máximo de 24 meses. 

50 No obstante, tiene tres garantías para el trabajador en caso de despido: un complemento de subsidio por 
desempleo, al que el Estado aportará su parte correspondiente, un apoyo personalizado y la movilización de 
nuevos sistemas de reclasificación en caso de rescisión del contrato. 
51 En lugar de imponer un nuevo impuesto a la empresa, como se hace en México. 

28 



En el caso de empresas que inauguren puestos con contratos de aprendizaje, se hará un 

descuento de impuestos a todas las empresas que lo realicen, a fin de llegar a contratar 

500,000 aprendices, en toda Francia, en cinco años. 

Empleo para mayores de 50 años. El Estado dará ejemplo abriendo aún más la contratación 

mediante la disminución o la supresión de los límites de edad que bloquean el acceso a las 

vacantes en la administración pública. 

El seguro de desempleo en América Latina. Cada vez se recurre, en más países, al seguro 

de desempleo, como una forma más adecuada para proteger a los trabajadores, en lugar de 

la indemnización por despido ( cuyo efecto más negativo, para nuestro tema, es que inhibe 

la contratación). Es una de las formas actuales más adecuadas y socorridas para apoyar a 

los trabajadores, dentro de la movilidad que priva actualmente en el mercado de trabajo, en 

lugar de la paralizante indemnización constitucional que tenemos en México. A 

continuación haré breves referencias a los países que lo han adoptado. 

En Argentina es aplicable a todos los trabajadores cuyo contrato se rija por la Ley de 

Contrato de Trabajo. Quedan excluidos los trabajadores del Régimen Nacional de Trabajo 

Agrario, del servicio doméstico y quienes hayan dejado de prestar servicios en la 

administración pública debido a medidas de racionalización administrativa. 

La principal fuente de financiamiento del Sistema Integral de Prestaciones por 

Desempleo proviene de las cotizaciones del empleador y los aportes de los trabajadores, en 

una proporción de 75 por ciento y 25 por ciento, respectivamente. El resto del programa se 

financia con recursos fiscales extraordinarios. El empleador debe efectuar contribuciones al 

Fondo Nacional de Empleo. El 1,5% de las contribuciones previstas para las Cajas de 

Asignaciones Familiares se destinarán a financiar las prestaciones por desempleo. Además 

de un 3% del total de remuneraciones pagadas por las empresas de servicios eventuales a 

cargo de dichas empresas. 

Brasil. En el caso de este país el seguro de desempleo se concede al desempleado que 

haya sido despedido por causa justa, a diferencia de la legislación argentina, que se concede 

también en caso de despido sin causa justa, por lo que ahí funciona como un seguro para el 

empleador, además de un seguro para el trabajador.52 Es aplicable a todos los trabajadores 

52 La ley que se encuentra en vigor y que lo rige es la de 1 ° de julio de 1994 Ley Nº 8.900/94. 
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en relación de dependencia, incluyendo a los trabajadores rurales y bajo ciertas 

condiciones, a los trabajadores con contratos a plazo o trabajos temporales. Quedan 

excluidos los trabajadores del servicio doméstico, los autónomos, los servidores públicos, 

los becarios y los beneficiarios del régimen de previsión social. 

La asistencia concedida tiene como máximo cinco pagos, de forma continua o alternada, 

por cada periodo de dieciséis meses conforme a la siguiente relación: 

1. Tres pagos, si el trabajador comprueba una relación de trabajo de no mínimo seis 

meses y no máximo de once, en los últimos treinta y seis meses. 

2. Cuatro pagos, si el trabajador comprueba una relación laboral de no mínimo doce 

meses y no máximo de 23 meses, en los últimos treinta y seis meses. 

3. Cinco pagos, si el trabajador comprueba una relación laboral de no mínimo 24 meses 

en los últimos 36 meses. 

Está financiado por medio de un Fondo de Amparo a los Trabajadores y por el 

denominado Abono Salarial. Los recursos del Fondo de Amparo a los Trabajadores están 

constituidos por los fondos destinados al Programa de Integración Social y al Programa de 

Formación del Patrimonio del Servidor Público, los intereses y multas que logren recabarse 

y otros recursos que especialmente se destinen para tal efecto53
. 

Chile. El seguro comenzó a operar el 1 º de octubre de 2002. Excluye a los trabajadores 

menores de 18 años, a los pensionados, a las trabajadoras de casa particular y a los 

trabajadores con contrato de aprendiz. Es interesante saber que, en Chile, el sistema está a 

cargo de un operador único (Administradora de Fondos de Cesantía) que recauda y acredita 

las cotizaciones, administra las cuentas y las inversiones y paga los beneficios. Es elegido 

por licitación pública abierta y tiene una vigencia de 1 O años. 

El financiamiento es tripartito: El trabajador aporta el 0.6 por ciento de su 

remuneración, el empleador el 1.6 por ciento de la remuneración del trabajador a la cuenta 

individual del trabajador, y aporta el 0.8 por ciento de la remuneración del trabajador al 

fondo solidario. Por su parte, el fisco aporta una cantidad reajustada anualmente al fondo 

solidario. 

53 La gestión financiera del Fondo está regulada por la Ley Nº 8352 de diciembre de 1991 
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Para acceder al Fondo Solidario el trabajador tiene que haber sido despedido, contar con 

12 cotizaciones continuas o discontinuas y encontrarse cesante. Si reúne estas condiciones, 

podrá cobrar el seguro por un máximo de cinco meses, con motos decrecientes, a fin de 

alentar que consiga un nuevo empleo. 

En caso de que el trabajador renuncie, llegue a su término la obra para la que fue 

contratado, se jubile o muera también tendrá derecho -él o sus beneficiarios- a retirar cinco 

mensualidades decrecientes de su cuenta individual de cesantía, siempre y cuando tenga 

acreditadas doce o más cotizaciones en forma continua o discontinua. Por último, también 

en caso de despido por necesidad de la empresa o caso fortuito, se le entregará el fondo, 

pero ahora sumado con el del fondo solidario, que es un fondo adicional al que cotizaron 

los empleadores y el Estado hace una aportación. 54 

Colombia. El régimen vigente en Colombia fue instituido por la Ley 50 de 1990 que 

introdujo en el ordenamiento laboral colombiano una importante novedad en relación a esta 

materia como son el "Auxilio de Cesantías" y los "Fondos de Cesantías". Esta Ley está 

reglamentada por el R.D. 1176 de 6 mayo de 1991. Los Fondos de Cesantías son un 

elemento novedoso en el sistema financiero colombiano, cuya finalidad es invertir los 

recursos captados de las cesantías, en una cuenta individual a nombre del trabajador, en el 

fondo de cesantías de su voluntaria elección. 

Los fondos de cesantías tienen el respaldo del Fondo de Garantías de Instituciones 

Financieras y son administrados por sociedades cuyas juntas directivas deben tener 

representación paritaria de trabajadores y empleadores, sin pe1juicio de la participación que 

corresponda a accionistas por derecho propio. Dichas sociedades deberán invertir recursos 

captados de las cesantías, en las condicione limites que establezca la Comisión Nacional de 

Valores, previo concepto del Consejo Nacional Laboral. La rentabilidad del fondo no podrá 

ser inferior a la del promedio ponderado de las tasas de interés de depósitos a termino fijo a 

90 días que calcula el Banco de la República. Si llegase a ser menor, los empleadores 

tendrán que responder con su propio patrimonio o con una reserva de estabilización de 

rendimientos que establecerá la Superintendencia Bancaria. Si resultare superior, el fondo 

podrá cobrar la comisión de manejo que establezca la misma Superintendencia. 

54 Véase la Ley 19,728, sobre el Seguro de Cesantía. 
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Uruguay. El reg1men de prestaciones para cubrir la contingencia del desempleo 

forzoso 55 comprende obligatoriamente a todos los empleados de la actividad privada que 

presten servicios remunerados a terceros. 

De acuerdo con la Ley 15, 180, los trabajadores comprendidos en el subsidio de 

desempleo en Uruguay son los empleados del sector privado que cumplen funciones en 

relación de dependencia y que trabajan en el comercio, la industria, la construcción y 

sectores de servicios no amparados por otras instituciones de seguridad social. Es un fondo 

de tipo asistencial, cuyo financiamiento proviene, en su totalidad, de fondos estatales. 

Adicionalmente, se faculta al Poder Ejecutivo para incrementar los porcentajes establecidos 

en los montos legales, en función de las posibilidades financieras del sistema y la situación 

del mercado de trabajo, no pudiendo exceder en ningún caso del 80%. Es evidente que esta 

posibilidad puede tener un manejo político y totalmente parcial. No me dedicaré más a él 

dada la imposibilidad de que en México pudiera tomarse como ejemplo. 

Venezuela. Ofrece protección temporal a los obreros y empleados, tanto del sector 

público como privado, que hayan sido contratados a tiempo indeterminado. Quedan 

expresamente excluidos de este beneficio los trabajadores que resulten beneficiados por 

pensiones de vejez, invalidez o jubilación, los trabajadores temporeros, ocasionales o 

eventuales, los trabajadores del servicio doméstico y los trabajadores a domicilio. Los 

trabajadores deben haber terminado su relación laboral cualquiera que sea la causa del 

término, por lo que también se convierte en una especie de seguro para el empleador; deben 

permanecer aptos para trabajar y estar disponibles para el trabajo. 

La cotización para financiar el seguro será del 11 O por ciento del salario que devengue 

el asegurado, del que el empleador aportará el 85 por ciento y el trabajador el 25 por 

ciento56
. El Estado, por su parte, aportará el 12 por ciento sobre dicho monto para cubrir los 

gastos por atención médica de los beneficiarios del seguro57
• 

Se pagará por un periodo de 13 semanas, pudiendo extenderse a 2658
, a juicio del 

Ejecutivo Nacional, por lo que también se presta a lo que hemos comentado arriba: manejo 

político y parcial. 

55 Cfr. la Ley 15,180 de 20 de agosto de 1981 y su reglamento, el decreto 14/82 de 19 de enero de 1982. 
56 Artículo 16 del decreto 1086. 
57 Art. 17 del decreto mencionado ( 1086). 
58 Artículo 3°. 
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El pago equivaldrá al 50 por ciento del monto resultante de promediar el salario de 

referencia semanal utilizado durante las últimas semanas cotizadas. Es interesante 

mencionar que el trabajador cesante, aparte de percibir una indemnización en dinero, 

también tiene derecho a asistencia médica integral y a capacitación y adiestramiento, con lo 

que Venezuela cumple sobradamente con la necesidad de sustituir la indemnización no sólo 

con un seguro de desempleo, sino también con capacitación. 

El problema con el seguro de desempleo en los dos últimos países mencionados es el 

que ya se ha mencionado: se puede prestar a manejo político, porque depende del ejecutivo 

nacional el incremento de los porcentaje que pague a los desempleados, así como el tiempo 

en que se otorgue. No obsante, es una medida que no inhibe el empleo. Al contrario: los 

empleadores no temerán emplear a más gente, temiendo que tengan que hacer fuertes 

reservas por si los despiden, por la causa que sea. 
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CAPÍTULO 111 

Las políticas públicas de empleo en México. 

Las políticas de empleo en México. Antiguamente -quizá hasta 1975, como lo comenté 

en la introducción- el principal objetivo de las leyes que regulaban el contrato individual de 

trabajo era garantizar una cierta inamovilidad del trabajador en su empleo. De hecho, si así 

funcionaban las empresas y los mercados laborales, era razonable que las leyes laborales 

siguieran la misma tónica. Una economía cerrada tenía, como estrategia de desarrollo, una 

estrategia de sustitución de importaciones. No era necesario preocuparnos de otra cosa que 

de nosotros mismos. Teníamos todo para regular los mercados; para empezar, hasta los 

precios se regulaban de manera doméstica, por lo que no nos afectaba mayormente lo que 

sucediera en el extranjero, salvo casos de contrabando que no eran de mayor monto. 

La situación ha cambiado, tanto en México como en la mayor parte de los países del 

mundo. Pero México no ha cambiado: Seguimos teniendo las mismas leyes59
, que siguen 

funcionando como si las cosas no hubieran cambiado. ¿Cuál es el efecto de esta falta de 

coordinación? Respuesta: Como seguimos pensando en inmovilidad, en lugar de movilidad, 

y no tomamos en consideración el desempleo actual y, sobre todo, el grado de informalidad 

de la ocupación en México, seguimos protegiendo60 a los empleos actuales, pero nos 

despreocupamos de promover empleos nuevos. 

Esto es evidente en la Ley Federal del Trabajo, la ley secundaria donde se encuentran 

plasmadas la mayoría de las políticas públicas de empleo en nuestro país. Y más que 

"plasmadas" podríamos decir que es donde se encuentran "congeladas", ya que no han 

tenido cambio esencial alguno desde su diseño fundamental en 1931. 

Inflexibilidad legal en la contratación. La legislación mexicana es tan rígida que ha 

logrado el efecto contrario al buscado. En la práctica, disminuye la productividad del 

trabajador, el empleo formal y la creación de nuevos empleos. Seguimos conservando una 

indemnización excesiva para el despido injustificado (al menos de nombre), imputable al 

59 Salvo la Ley de Inversión Extranjera y la Ley del Mercado de Valores, que se refonnaron de manera previa 
a la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. [VERIFICA] 
60 "Proteger" es sólo una palabra. En realidad inmoviliza a los trabajadores. 
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patrón; en caso de despido no imputable al trabajador, el patrón deberá pagar al trabajador, 

desde el primer año de trabajo, el equivalente a tres meses de salario, más veinte días por 

año, lo que hace gravoso despedir a un trabajador y prácticamente congela los puestos de 

trabajo. En lugar de apoyar al empleo, apoya exclusivamente a los que ya tienen empleo 

(mientras lo tengan, porque si lo pierden, difícilmente conseguirán trabajo). En México, por 

tal causa, contratar a un nuevo trabajador equivale a casarse con él, y el despido sale tan 

caro como un divorcio61
• Este régimen se aplica también a los trabajadores domésticos62

• 
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Gráfica que muestra el monto de la indemnización que le corresponderá a un trabajador que haya 
laborado un año y sea despedido. 

61 En el caso de Chile, según el artículo 163 del Código del Trabajo, el empleador solamente deberá pagar al 
trabajador una indemnización equivalente a treinta días de la última remuneración mensual devengada por 
cada año de servicio y fracción superior a seis meses, prestados continuamente a dicho empleador. Esta 
indemnización tendrá un límite máximo de trescientos treinta días de remuneración. ¿Cómo competir con una 
disposición como ésta, que además facilita las nuevas contrataciones? 
62 En Chile, el empleador tiene que ir aportando el 4.11 por ciento del trabajador, !Tlensualmente, durante once 
años, a un fondo que se le entregará al trabajador doméstico en caso de tem1inación de la relación laboral. 
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"Hay cuatro críticas al sistema actual de indemnización63
: 1) la indemnización por 

despido afecta negativamente la movilidad laboral, ya que el trabajador que renuncia pierde 

el derecho a esta prestación, por ello los trabajadores no renuncian, sino que buscan ser 

despedidos, lo cual afecta su productividad; 2) no se adapta a los cambios tecnológicos o 

circunstancias especiales, no permitiendo ajustar la cantidad de trabajadores a condiciones 

más competitivas; 3) si no existe límite, más allá de un número determinado de años, se 

premia la antigüedad en el puesto, lo cual carece de lógica económica; 4) se crea el 

problema de incentivos perversos para demorar la búsqueda de un nuevo trabajo, ya que la 

indemnización es un pago que se obtiene independientemente de que el trabajador obtenga 

o no un trabajo inmediatamente." 

La Ley Federal del Trabajo. En lo que se refiere a la Ley Federal del Trabajo (LFT), 

hay mucho que decir sobre la manera en que limita el impulso al empleo. Sin embargo, 

prefiero no tocarlo aquí, sino en el momento en el que, en el capítulo IV, haga las 

propuestas de políticas públicas. La razón es clara: Es más sencillo exponer la propuesta de 

reforma y, por ella, comprender la situación actual. Aprovecho así, además, el espacio, de 

modo que no se haga pesado y repetitivo para el lector. Haré sólo una excepción, en lo que 

se refiere a analizar la situación actual de la capacitación en México. Aunque no es política 

directa de empleo, la capacitación es uno de los elementos fundamentales del nuevo 

entorno de trabajo. Se trata de un tema fundamental en el que estamos rezagados con 

respecto de nuestros socios comerciales, y es un tema básico en el nuevo mercado laboral. 

Los tratadistas mencionan repetidamente la importancia de mudar de la indemnización, a la 

capacitación, los salarios participativos y los seguros de desempleo, que son los 

instrumentos idóneos para enfrentar, a favor del trabajador, la movilidad actual del mercado 

laboral. 

La fracción XIII del artículo 123 Constitucional establece que las empresas estarán 

obligadas a proporcionar a sus trabajadores capacitación y adiestramiento para el trabajo. 

Por su parte, la LFT determina los sistemas métodos y procedimientos conforma a los 

63 Estas críticas a la rigidez las hace el Centro Internacional de Estudies Económicos de Guatemala, pero la 
crítica vale para México. ¿Por qué? Porque la misma realidad en algunos países tiene las mismas causas y 
posibles correcciones en otros. Véase http://www.cien.org.gt/docs/economia/ppcompetitividad/laboral.pdf 
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cuales los patrones deberán cumplir dicha obligación. Esa función la realiza del artículo 

153-A al 153-X. Pero nuestra primera impresión es que se hizo como un agregado que 

resuelve el mandato constitucional, pero en realidad no soluciona el problema, ni se 

correlaciona con los temas más ligados a la capacitación, como serían productividad y 

empleo, además de que continúa el sistema tradicional de producción y de vigilancia por 

parte de la autoridad administrativa, fomentando un esquema lineal y carente de motivación 

para las partes involucradas. 

Digamos que la capacitación se encuentra como un derecho para los trabajadores para 

recibir capacitación y adiestramiento por parte de las empresas en donde trabajan, lo cual 

debe verse como una conquista laboral. Sin embargo, en la práctica nos encontramos con 

que los empleadores ven a la capacitación como una carga, no la quieren realizar pues, a la 

larga, significa que le deben pagar más al trabajador y si lo hacen temen que el trabajador 

se vaya a otro lugar donde le paguen mejor. En muchos casos, como las maquiladoras, no 

les interesa a las empresas capacitar a los trabajadores, en virtud de que la alta rotación de 

personal les beneficia y lo que buscan es mano de obra barata, no capacitada. 

Aunado a lo anterior, la obligación de capacitar y adiestrar a los trabajadores es vista 

como una carga, pues se convierte en fuente de multas impuestas por la autoridad 

administrativa laboral. Además, no existe un régimen que diferencie a las empresas, según 

su riqueza y posibilidades, por lo que todas están obligadas a. hacerlo independientemente 

de sus posibilidades y necesidades. 

En cuanto a lo que toca al trabajador, está desmotivado a recibir la capacitación o 

incluso la rechaza, pues no ve algún beneficio en recibirla, ya que priva el escalafón ciego, 

por lo que, en ocasiones, no sirve para ascender o para aum,~ntar su sueldo. Aunque hay 

trabajadores que procuran obtener conocimientos o formación profesional fuera del ámbito 

de sus empresas, no encuentran un eco favorable de apoyo. 

Con semejante panorama a nuestra vista, nos encontramos que se debe buscar, en una 

reforma, todo lo que se propone en la iniciativa PRI-PAN--PVEM presentada el 12 de 

diciembre de 2002 ante el pleno de la Cámara de Diputados, que tiene diversas finalidades: 

Motivar a los empleadores a cumplir con su obligación d,:: capacitar y motivar a los 

trabajadores a recibirla; crear un sistema ágil, práctico y efectivo de capacitación y 

adiestramiento; evitar que la obligación de capacitar se vuelva en un sistema de multas para 
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las empresas; fomentar que la mano de obra sea más capacitada, con objeto de que la 

inversión, extranjera o nacional, se vea impulsada en vista de los beneficios que la misma 

trae, y crear una mayor competitividad a nivel intemac:ional; que se reconozcan los 

conocimientos y habilidades adquiridos por los trabajadores, tanto por la experiencia, así 

como por la formación profesional; que el contenido de la capacitación no se circunscriba 

al puesto de trabajo o función específica y que la capacitación se anticipe a los cambios 

técnicos y de organización . La manera en que esto se pret,ende realizar podrá verse en el 

próximo capítulo, con las medidas que propone la iniciativa mencionada. 

La Ley General de Desarrollo Social. Según asentamos en la introducción de este 

trabajo, "ninguna política asistencial será suficientemente humana, a menos que, entre sus 

tareas, se imponga la de abatir el desempleo y fomentar que todos sus destinatarios tengan 

la posibilidad de una ocupación decente64
• Por tal motivo, conviene analizar, aunque sea 

sucintamente, la Ley General de Desarrollo Social. ¿ Va esta Ley en el sentido deseable? Es 

decir ¿conjuga las labores asistenciales con el empleo? Revisémoslo. El artículo 3° de dicha 

ley establece los principios a los que se sujetará la política d,e desarrollo social, pero ¿se ve 

en alguna parte reflejada la exigencia de que la asistencia que se pretende promover se 

coordine con el empleo? No es evidente, al menos, y tampoco lo es si consideramos los 

programas concretos, no obstante que, en el Artículo 6°, se establezca (en sexto lugar, no 

antes) "Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación, la 

vivienda, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los 

relativos a la no discriminación en los términos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos". 

Asimismo, el artículo 9° manda que "Los municipios, los gobiernos de las entidades 

federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus respectivos ámbitos, formularán y aplicarán 

políticas compensatorias y asistenciales, así como oportunidades de desarrollo productivo e 

ingreso en beneficio de las personas, familias y grupos sociales en situación de 

vulnerabilidad, destinando los recursos presupuestales nect:::sarios y estableciendo metas 

cuantificables." El artículo 1065
, cuando mucho, establece que los beneficiarios de los 

64 Juan Pablo 11, Laborem Exercens, párrafo 3. 
65 En su fracción VII. 
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programas de desarrollo social tendrán el derecho de "participar de manera corresponsable 

en los programas de desarrollo social". Por último, el artículo 11 manifiesta que la Política 

Nacional de Desarrollo Social tiene, entre otros, el siguiente objetivo: "11. Promover un 

desarrollo económico con sentido social que propicie y conserve el empleo, eleve el nivel 

de ingreso y mejore su distribución;" y el artículo 14 establece que "La Política Nacional de 

Desarrollo Social debe incluir, cuando menos, las siguientes vertientes: l. Superación de la 

pobreza a través de la educación, la salud, la alimentación, la generación de empleo e 

ingreso, autoempleo y capacitación"; pero en la práctica el Estado mexicano no fomenta ni 

propicia el empleo, porque en ninguna fracción del artículo 1 9 ( donde se establece cuáles 

son los programas prioritarios y de interés público) se establece que los programas de 

empleo, ni las acciones que impulsen el empleo, ni las políticas de empleo sean prioritarias 

o de interés público. Lástima. 

Y a en el artículo 20 se establece que "El presupuesto federal destinado al gasto social no 

podrá ser inferior, en términos reales, al del año fiscal anteri.or."sin darse cuenta que lo 

importante no es el gasto, sino las acciones que se realizan con ese gasto66
. 

Es cierto que la Ley dice (en el artículo 33) que "los municipios, los gobiernos de las 

entidades federativas y el Gobierno Federal fomentarán las actividades productivas para 

promover la generación de empleos e ingresos de personas, familias, grupos y 

organizaciones productivas", pero no pasa de ser una cuestión declarativa, como otras 

muchas más que podemos encontrar, por ejemplo, en la Ley de la Administración Pública 

Federal. 

Otros ejemplos de políticas erróneas. 

El llamado impuesto sobre la nómina, (ISN o Impuesto sobre Remuneraciones al 

Trabajo Personal) es un impuesto estatal que grava la realización de pagos en dinero o en 

especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal prestado bajo la dirección o 

dependencia de un patrón. Así, las personas físicas y morales, que en su carácter de 

patrones, realicen pagos por remuneración a sus trabajadores están obligadas a pagar este 

impuesto sobre el monto mensual de su nómina. 

66 Véase Gabriel Zaid. ¿Gastar más en educación? Diario Reforma, 28 de marzo de 2004. 
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Normalmente la tasa de este impuesto es del 2 por ciento pero varía de acuerdo a cada 

entidad federativa, y llega a tener incluso, una tasa del 2.5 por ciento en el Estado de 

México. La tasa puede disminuir al 1 por ciento cuando el contribuyente se dedique a la 

agricultura, selvicultura, ganadería o pesca, siempre y cuando los productos no hayan sido 

objeto de transformación industrial (¡véase la manera de inhibir que se agregue valor a los 

productos!). Los Estados donde no se aplica este impuesto son: Aguascalientes, Colima, 

Guanajuato, Morelos y Querétaro. 

Inhibe la creación de empleo, porque, por cada trabajador que emplee el centro de 

trabajo, deberá pagar, según el sueldo que se convenga, un porcentaje para cubrir las cuotas 

respectivas del IMSS, Infonavit, y otros tantos según la rama a que se dedique ( esto sin 

tomar en cuenta los impuestos que genera la actividad propia de cada empresa como el 

IVA, ISR, IMPAC, etc.). Por lo anterior es de considerar que los impuestos o cargas 

impositivas generadas por la contratación de personal incidirán directamente en su 

proliferación y/o en el monto de la remuneración. 

¿Efectos? Evidentes: Entidades como el Estado de México y el Distrito Federal, donde 

se aplica religiosamente el ISN, cuentan con las tasas de desempleo más altas del país, 3.9 y 

4.5 por ciento, respectivamente, cuando la media nacional es del 2.5 por ciento. Por el 

contrario en estados como Colima y Morelos, donde no se a.plica el impuesto, su tasa de 

desocupación es de 1. 7 y 2.4, ambas debajo de la media nacional. 

Tasa de Desocupación Diferencia 

Promedio nacional 2.5 

Distrito Federal 4.5 +2.0 

Estado de México 3.9 +1.4 

Donde no aplica ISN 

Aguascalientes 2.8 +0.3 

Colima 1.7 ·-0.8 

Guanajuato 3.2 +0.7 

More los 2.4 ·-0.1 

Querétaro 3.1 +0.6 
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Estadística sobre tasa de desocupación de empleo por entidad federativa INEGI 2004. 

El rechazo al turismo cinegético. El turismo cinegético genera al país una pequeña 

derrama de 155 millones de dólares al año. En comparación, en EU se calcula que 

aproximadamente 20 millones de cazadores erogan alrededor de 10,000 millones de dólares 

al año, mientras que en España (país que tiene poco más de la cuarta parte de la extensión 

que México, y mucho más lejano de los Estados Unidos, donde existe el mayor número de 

aficionados a la caza del mundo), las actividades cinegéticas aportan 8,000 millones de 

dólares. 

El turismo cinegético y el ecoturismo abren oportunidades de empleos en el nicho 

de servicios logísticos y turísticos, además de contribuir al desarrollo regional, 

especialmente en el área rural y en zonas semiáridas de nuestro país, donde puede haber 

más necesidad de empleo. Por lo mismo, es de considerar que la baja presencia del mercado 

internacional en México se deba a problemas de oferta, más que de demanda, y que uno de 

los principales problemas que deben solucionarse, para sostener el crecimiento de los 

cazadores extranjeros, es la excesiva tramitología a que se enfrentan los cazadores para 

entrar en el país. En este sentido, es particulannente absurda la inquietud de la Procuraduría 

General de la República por evitar que los particulares puedan poseer más de cinco armas, 

o de que en los cotos de caza se puedan prestar armas de cacería. El argumento de la PGR 

es que no puede permitir que la población se arme. Pero es un argumento que no se sustenta 

en los hechos, debido a que, en los últimos años, es casi imposible probar que un asalto o 

un homicidio premeditado se hayan producido por el efecto de annas de fuego deportivas. 

Éste es un caso más en el que una política de empl,~o sale derrotada frente a 

consideraciones prejuiciadas. 

Para terminar. ¿A qué se debe todo esto? ¿Por qué no cambiamos? Gabriel Zaid considera 

que el problema fundamental es que las autoridades no saben. "Suponiendo (para 

simplificar) que son transparentes, resulta que muchas veces. 

"l. No saben lo que está pasando. Dan por buena info:nnación de segunda mano, 

incompleta, no actualizada, no confrontada, parcial, incongruente. 
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"2. No sitúan los hechos en su contexto legal, social, de antecedentes y consecuencias 

prácticas, de experiencias comparables, de metas y horizontes. 

"3. No saben qué hacer, ni cuáles son sus atribuciones y responsabilidades, ni qué sería lo 

justo o lo mejor para el interés público. 

"La ignorancia en el poder puede ser circunstancial o deberse a la incapacidad de ciertas 

personas para el puesto que tienen, pero el problema es general. Está en la tendencia de las 

autoridades a hablar como si supieran, peor aún: como si nadie más supiera. Está en la 

tendencia de la sociedad a suponer que las autoridades saben. Alguna vez, el presidente 

Kennedy confesó: La gente se imagina que soy la persona mejor informada del mundo, 

pero me entero de muchas cosas por The New York Times, corno cualquier lector. Y, sin 

embargo, a diferencia de cualquier otro lector, sus atribuciones incluían lanzar o no bombas 

atómicas. "67 

Sí. El problema está, parcialmente, en la ignorancia, y en ]a falta de voluntad política, 

también. 

67 Gabriel Zaid, La ignorancia en el poder, Diario Reforma, 27 de febrero de 2005. 
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CAPÍTULO IV 

Propuestas de políticas públicas de empleo. 

La inquietud sobre el empleo se ha manifestado de muchas formas en el foro nacional. 

Hay varias propuestas de políticas públicas de empleo que .son de llamar la atención, por la 

publicidad que han recibido. De especial importancia es la iniciativa de reforma de la Ley 

Federal del Trabajo que fue presentada, en la sesión del 12 de diciembre de 2002, por el 

diputado Roberto Ruiz Ángeles, con el apoyo de diputados del PRI, PAN y PVEM, que 

equivalía al 85 por ciento del total de los diputados. La iniciativa tuvo un origen sui 

genens: no fue elaborada por el Poder Legislativo, ni por el Ejecutivo, sino por 

representantes de sindicatos y de empleadores, con el apoyo de la Secretaría del Trabajo. 

Desde principios de 2001, la Secretaría del Trabajo convocó a dos de los representantes 

más relevantes de los trabajadores: al Congreso del Trabajo y a la Unión Nacional de 

Trabajadores (UNT), así como a la Confederación Patronal de la República Mexicana 

(COPARMEX), a fin de que elaboraran un proyecto de reforma de la Ley Federal del 

Trabajo68
. Se trataba de que sus representantes, como los más interesados y directamente 

afectados por dicha ley, propusieran los cambios que requiere una legislación cuyo diseño 

viene de 1931. Era evidente la influencia que los Pactos de la Moncloa ejercían en el -en 

ese entonces- Secretario del Trabajo, Lic. Carlos Abascal Zamora. Y era también razonable 

pensar que un proyecto elaborado por ellos tendría más aceptación que uno que proviniese 

de los Poderes del Estado. 

La iniciativa, por razones que no pretendo reseñar ahora, no ha sido s1qmera 

dictaminada. Sin embargo, las líneas fundamentales propuestas señalarían un cambio en las 

políticas de empleo mexicanas. Por tal motivo, me permito comentar las que me parecen 

más relevantes para el tema de este trabajo 69
• 

68 En el grupo de trabajo se encontraban adicionalmente, como facil itadores por parte de la Secretaría del 
Trabajo, el Ing. Francisco Javier Salazar Sáenz, a la sazón Subsecretario de Previsión Social, y quien esto 
escribe, como coordinador técnico. 
69 Hay otras cuestiones de importancia, pero me limito exclusivamente a las que inhieren más directamente en 
el impulso al empleo. 
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Algunos aspectos relevantes de la iniciativa de Reforma PRI-PAN-PVEM a la Ley 
Federal del Trabajo. 

l. Cambio de terminología. Las políticas de empleo en México padecen de 

paternalismo e, incluso, de asistencialismo. En todo el ruticulado de la Ley Federal del 

Trabajo se encuentra el término "patrón" que remite a una relación ya sea de paternalismo o 

de conflicto entre los directores de la empresa y los trab~jadores. La iniciativa70 propuso 

reemplazar dicho término por el concepto contemporáneo de "empleador", que supone un 

vínculo cooperativo y de colaboración con los trabajadores y sus organizaciones sindicales 

en el seno de la empresa. Este término es el que prevalece en toda la legislación 

internacional y es, por supuesto, el que utiliza la Organización Internacional del Trabajo.71 

2. Finalidades de las normas de trabajo. En el artículo 2º de la iniciativa se propone 

reconocer como finalidades de las normas de trabajo, adicionales a las que establece el 

mismo artículo, las siguientes: El respeto a la dignidad humana, el reconocimiento a la 

libertad de asociación, a la autonomía y democracia sindical, a la contratación colectiva 

como fuente de derecho del trabajo, al empleo y a la productividad para el desarrollo 

nacional y a la justicia social en las relaciones de trabajo. Pasaríamos así de una ley que 

establece posiciones de confrontación, entre trabajadores y empleadores, a una que se 

refiere al fomento del empleo y a la comprensión entre ambos factores como condición 

indispensable para ello. 

3. Nuevas formas de contratación. Son de particular interés las nuevas formas de 

contratación. El contrato por tiempo indefinido actual implica que todo trabajador72 

adquiere su planta laboral al mes de trabajar; eso implica que, en caso de despido no 

imputable al trabajador, el patrón debe pagarle, desde el primer mes, en caso de despido, 

tres meses de sueldo, por indemnización, más veinte días por año, lo que hace temerario 

70 Véase, para todo este capítulo, la Iniciativa de Reformas a Diversos Artículos de la Ley Federal del 
Trabajo, presentada por el Diputado Roberto Ruiz Ángeles, a nombre de integrantes de los Grupos 
Parlamentarios del PRI, PAN y PVEM, en la sesión del jueves 12 de dic:iembre de 2002. 
71 Sin embargo, los legisladores, en su mayoría, se han negado a hacer dicho cambio, alegando que implicaría 
caer en un caso de inconstitucionalidad, debido a que en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se habla de "patrón", no de "empleador". Fue inútil hacerles ver que México ha aceptado que 
dicho término es análogo al de patrón -y que obviamente no es inconstitucional-, al firmar los convenios de la 
Organización Internacional del Trabajo de los que es parte. 
72 O prácticamente todo trabajador, ya que la mayoría están contratados por dicho régimen, a diferencia de los 
eventuales o por tiempo determinado. 
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iniciar un nuevo negocio, por los pasivos laborales en los que se puede incurrir. Por tal 

causa, el nuevo artículo 39-A crea la relación de trabajo con periodo de prueba hasta por 30 

días para trabajadores y 180 días para puestos de direcc:ión, gerenciales o para labores 

técnicas o profesionales especializadas, lo que amplía las posibilidades de contratación. 

Durante dicho periodo el trabajador estaría a prueba y podría ser separado de su centro de 

trabajo sin responsabilidad para el patrón. Cuando Víctor Hugo Flores, Titular de la Oficina 

para la Integración de las Personas con Discapacidad, de la Presidencia de la República, se 

enteró de esta propuesta, comentó que sería ideal para los discapacitados, porque ahora sí 

podrían pedir ser contratados y probar que son capaces, sin que el patrón tema que no lo 

sean y lo descubra después del mes de iniciado el contrato, lo que lo convertiría en un 

contrato por tiempo indeterminado. 

De la misma manera, dentro de las nuevas formas de contratación, el nuevo artículo 39-

B crea los contratos de capacitación inicial, gracias a los cuales los trabajadores podrían 

adquirir los conocimientos o habilidades necesarios para una actividad determinada, 

percibiendo un salario acorde con la categoría del puesto que desempeñen. Dichos 

contratos no podrían durar más de tres meses, ni de seis cuando se trate de puestos de 

dirección o administración. Este contrato es particularmente acepto por los estudiantes, a 

los que ayudaría a conseguir trabajo y experiencia laboral, rompiendo así el círculo vicioso 

de no trabajar por no tener capacitación laboral, y de no tener dicha capacitación por no 

haber trabajador. 

A fin de evitar abusos, como los hubo en el pasado 7~, tanto esta relación de trabajo 

como la de periodo a prueba deberán constar por escrito, a fin de dar seguridad a los 

trabajadores. 74 Asimismo, en el nuevo artículo 39-D se garantiza que los contratos a prueba 

y de capacitación inicial son improrrogables y que no puedan aplicarse al trabajador 

simultánea o sucesivamente, ni en más de una ocasión.75 

73 El contrato de aprendizaje fue aceptado en nuestra legislación, pero ser derogó por los abusos que se 
cometían. Por ejemplo: En una fábrica textil había trabajadores que no pasaron de aprendices en 18 años. 
74 Artículo 39-C de la iniciativa multicitada. 
75 Este artículo evitaría que se aplicara a un trabajador que ya esté trabajando en alguna empresa, en la que 
pretenda ser promovido. 
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Estos contratos están diseñados precisamente para que, en esta época de movilidad, se 

abran las posibilidades de contratación, porque no tendrían la limitación de los contratos 

por tiempo indefinido 76
. 

Por último, dentro de las nuevas formas de contratación, el nuevo artículo 39-F regula 

las relaciones de trabajo por tiempo indeterminado para labores discontinuas, o contrato de 

temporada, lo que garantiza que los trabajadores que presten servicios bajo esta modalidad 

tienen los mismos derechos y obligaciones que los trabajadores por tiempo indeterminado, 

en proporción al tiempo trabajado en cada periodo. Es evidente que, antes de la reforma, ya 

existen contratos de temporada; pero lo novedoso consiste en que los trabajadores por 

temporada tengan los derechos y obligaciones, de manera proporcional, a los que tienen los 

trabajadores por tiempo indeterminado. Por ejemplo: que vayan creando antigüedad, que 

reciban participación de utilidades y que gocen de vacaciones por un tiempo proporcional 

al tiempo trabajado, etc. 

4. Aviso de despido por escrito. Existe una reforma que sería especialmente 

significativa: la del último párrafo del artículo 4 7 de la Ley. Actualmente la Ley exige que 

se entregue un despido de despido por escrito al trabajador que caiga en dicha situación, lo 

que parece razonable. El problema estriba en que, actualmente, la mitad de las demandas 

iniciadas por esta causa, son de trabajadores que tienen menos de un año de antigüedad en 

el trabajo. Sea o no cierta la causa que aleguen, el patrón debe pagarles tres meses de 

indenmización, veinte días por año y salarios caídos hasta el momento en que se resuelva la 

cuestión por laudo, lo que puede llevar tres años, con facilidad: lo suficiente para quebrar a 

una pequeña empresa. Además, el patrón tiene la carga de probar que entregó el aviso de 

76 En Chile, el artículo 159 establece que, "tratándose de gerentes o personas que tengan un título profesional 
o técnico otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, la duración del 
contrato no podrá exceder de dos años. El hecho de continuar el trabajador prestando servicios con 
conocimiento del empleador después de expirado el plazo, lo transforma en contrato de duración indefinida". 
Como se ve, la duración del periodo de prueba, es aún mayor que el propuesto por la iniciativa multicitada, ya 
ha rendido, en ese país, buenos frutos. Lo mismo se hace en Argentina .. como vimos en el capítulo 11, con las 
mismas limitaciones que tendría en México: 1. El empleador no puede contratar a un mismo trabajador, más 
de una vez, utilizando el período de prueba. 2. El empleador debe registrar el contrato de trabajo que 
comienza por el período de prueba (en México se propone que el contrato se haga por escrito, como se vio). 3. 
Durante el período de prueba las partes del contrato tienen los derechos y obligaciones propios del vínculo 
jurídico, incluyendo los derechos sindicales. 4. Durante el período de prueba, cualquiera de las partes puede 
extinguir la relación sin expresión de causa y sin obligación de preavisar. En tal caso, dicha extinción no 
genera derecho indemnizatorio alguno. 5. Durante el período de prueba las partes están obligadas al pago de 
los aportes y contribuciones a la Seguridad Social. 6. Durante el período de prueba el trabajador tiene derecho 
a las prestaciones por accidente o enfennedad del trabajo. 7. El período de prueba se computa como tiempo de 
servicio para todos los efectos laborales y de la Seguridad Social. 
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despido y, en caso que el trabajador no lo quiera aceptar, el patrón tiene que probar, ante la 

Junta de Conciliación y Arbitraje correspondiente, que pretendió entregar el multicitado 

aviso, pero que el trabajador no lo aceptó ( es decir, tiene que probar algo negativo), y si no 

lo puede probar, se presumirá que el despido fue injustificado. Como se ve, todo está contra 

el patrón77
. Incluso la OIT, en el artículo 11 del Convenio 15878

, señala que "El trabajador 

cuya relación de trabajo vaya a darse por terminada tendrá derecho a un plazo de preaviso 

razonable o, en su lugar, a una indemnización, a menos que sea culpable de una falta grave 

de tal índole que sería irrazonable pedir al empleador que continuara empleándolo durante 

el plazo de preaviso." Por tal motivo, en otros países de América se estipula la posibilidad 

de entregar una indemnización de un mes de salario al trabajador al que no se le dé el 

preaviso de despido. 

Si se aceptara la reforma propuesta por la iniciativa, el patrón tendría modo de probar, 

de alguna otra manera, que pretendió entregar el aviso, pero que el trabajador no se lo quiso 

aceptar. De este modo, se desalentaría el productivo negocio de demandar a los patrones 

aunque no se tenga causa. 

5. Multihabilidad. Todo mundo está consciente de la limitación de que un trabajador se 

niegue a hacer un trabajo para el que no fue explícitamente contratado. Esta conducta 

detiene una cadena de producción, y en ocasiones por motivos absurdos. Por tal causa, se 

establece la multihabilidad en el artículo 56, para que los trabajadores puedan realizar otros 

trabajos de su área, siempre que cuenten con la capacitación que para tal efecto se requiera 

y reciban el ajuste salarial correspondiente. De esta manera, todos salen ganando. 

6. Acumulación de días de trabajo (y de descanso). Con la reforma propuesta a los 

artículos 59 y 74 se amplía la posibilidad, para los trabajadores, de disfrutar de más días de 

descanso acumulados y responder a las necesidades de la producción. En efecto, mediante 

la reforma al artículo 59, se podría establecer un banco de horas, cuidando en todo 

momento que no se obligara al trabajador a laborar jornadas inhumanas, como lo señala el 

artículo 123 Constitucional. Esta medida favorecería a los trabajadores de trabajos no 

77 En la República de Chile, según los artículos 160 y 162, no se requerirá la anticipación del aviso de 
terminación cuando el empleador pagare al trabajador, al momento de la terminación, una indemnización en 
dinero efectivo equivalente a la última remuneración mensual devengada. Esta medida evita el "chicaneo" de 
los asuntos, tan común en nuestro país, a la vez que proporciona al trabajador una indemnización razonable. 
78 C 158 Convenio sobre la terminación de la relación de trabajo, 1982. Fecha de entrada en vigor: 23 de 
noviembre de 1985. Como se ve, nuestra Ley Federal del Trabajo no se ha adaptado a dicho convenio, ya que 
sigue exigiendo el avise, de despido por ~scrito, con todas las consecuendas que se han comentado. 
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agotadores, pero que tienen que, por ejemplo, perder de dos a tres horas en su transporte 

diario. Con esta reforma, podrían acumular su trabajo en cuatro días a la semana y tener tres 

días semanales de descanso ( entre ellos uno laboral, de modo que pudieran realizar trámites 

personales o dedicarse a algún negocio que tuvieran). 

Con el artículo 74, los días de descanso obligatorio podrían ser disfrutados otro día, de 

modo que el día festivo que coincidiera con un miércoles, pudiera ser disfrutado en viernes 

o lunes. Esto favorecería a los trabajadores y a la industria turística nacional, que contaría 

con más fines de semana largos y, por lo tanto, con más ocupación. 79 Los casos señalados 

en este párrafo y en el anterior tendrían efecto siempre que mediara acuerdo entre el 

empleador y los trabajadores. En otros países es algo automático, pero sería un avance que 

hubiera la posibilidad de hacerlo en México, aunque fuera sólo en los casos en que se 

consiguiera el acuerdo entre trabajadores y empleadores. 

7. Pago mediante depósito bancario. Con la reforma., se establece que el pago del 

salario, para seguridad del trabajador y del empleador, podrá hacerse mediante depósitos 

bancarios, sin costo para el trabajador (Art. 100). Aunque parezca increíble, en México 

persiste la exigencia legal de que el pago del salario debe ser en efectivo, por lo que los 

patrones que pagan mediante depósito en cuenta de cheques o de débito, incurren en una 

falta, aunque sea más seguro y conveniente, para todos, hacerlo así. Para las empresas que 

siguen pagando en efectivo, la reforma implicaría una simplificación de su proceso de 

elaborar la nómina, con el consiguiente ahorro.80 

8. Impulso a la educación. Se da un impulso a la educación, como nunca antes se había 

hecho, incorporando el Sistema Educativo Nacional a la capacitación y adiestramiento 

laborales (artículos 153-A a 153-C). Ya no será necesario que los capacitadores sean 

autorizados y registrados por la STPS81
, sino bastará que tengan reconocimiento de alguna 

79 La Comisión de Turismo de la Cámara de Diputados tiene esta iniciativa pendiente de dictaminar, 
propuesta por el Dip. José del Carmen Enríquez Rosado, del Grupo Parlamentario del P.R.D., el 29 de abril de 
2000, que fue apoyada por otros diputados del mismo partido y del P.A.N. 
80 Sería también una ventaja, para las empresas, que la ficha de depósito en la cuenta del trabajador fungiera 
como comprobante de pago, con lo que las empresas medianas se ahorrarían el trece por ciento de sus gastos 
administrativos. 
81 Por esto mismo, se suprime la burocracia en la capacitación y adiestramiento, causante de corrupción y 
extorsión, sobre todo contra pequeños empleadores. Para tal efecto, se suprime, entre otras, fa obligación de 
las empresas en las que no rija contrato colectivo de trabajo, de somete:r a la aprobación de la Secretaría del 
Trabajo los planes y programas de capacitación; bastará con que se conserven a disposición de la Secretaría 
para cuando ésta realice verificaciones. 
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universidad, tecnológico, etc. Esto abre la posibilidad a millones de posibles capacitadores, 

que están registrados en la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación 

Pública, en lugar de los 50,732 que tiene registrada la Secretaría del Trabajo82
. 

Además, se establece que los patrones cumplirían con su obligación de capacitar con el 

apoyo que den a sus trabajadores para que inicien, continúen o terminen un ciclo escolar. 

Esto podría significar aumentar considerablemente la escolaridad entre los trabajadores, 

con la ventaja que tendría para ellos, para las empresas y para el país83
. Asimismo, se 

establece que el adiestramiento laboral tendrá por finalidad mejorar el nivel educativo, la 

competencia laboral y las habilidades de los trabajadores. 

9. Simplificación. Se simplifican los trámites de las empresas, liberando a las de menos 

de 21 trabajadores de la obligación de constituir Comisiones Mixtas de Capacitación y 

Adiestramiento, sin menoscabo de los derechos de los trabajadores y de la obligación del 

empleador de capacitar (Art. 153-1). Asimismo, la comisión de seguridad e higiene de las 

empresas clasificadas en el índice más bajo de riesgos de trabajo, por el Instituto Mexicano 

del Seguro Social, se integrará solamente por un representante de los trabajadores y uno de 

los empleadores. 

10. Productividad. En cuanto a productividad y capacitación, el artículo 153-K 

establece que la Secretaría del Trabajo y Previsión Social deberá convocar a la constitución 

de Comités Nacionales de Productividad y Capacitación por ramas industriales o 

actividades. Dichos comités tendrán facultades en las respectivas ramas de industria o 

actividades para: 

82 Fuente: Dirección General de Capacitación. Datos proporcionados por el Sr. Carlos Díaz, Subdirector de 
Registro de Obligaciones Legales, telefónicamente, el día 27 de octubre de 2005. 

83 Pero no seamos ingenuos: "En favor del mito, hay un error económko. La población de mayores ingresos 
tiene mayor escolaridad, por lo cual se creyó que aumentar la escolaridad aumentaría los ingresos de las 
personas y del país, bajo el supuesto (que parecía lógico) de que los mayores ingresos derivan de una mayor 
productividad, la cual, a su vez, deriva de una mayor escolaridad. Ya en 1970, Lester Thurow (Investment in 
human capital, pp. 17-22) reconocía que nadie había probado que los que ganan más producen más: "se trata 
de un supuesto no verificado, que se conserva porque es esencial para el concepto de capital humano". 
Tardíamente, Alison Wolf (Does education matter? Myths about education and economic growth, Penguin, 
2002) critica el mito para la situación británica. Para México, las cifras hablan solas: el gasto educativo 
desde 1980 se ha multiplicado, pero el producto por habitante no ha crecido." (las negritas son mías). 
Gabriel Zaid. ¿Gastar más en educación? Diario Reforma, 28 de marzo de 2004. 
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a) Realizar el diagnóstico nacional e internacional de los requerimientos necesarios para 

elevar la productividad y la competitividad, impulsar la capacitación y el 

adiestramiento, proponiendo planes por rama, y vincular los salarios a la calificación y 

competencias adquiridas así como a la evolución de la productividad de la empresa. 

b) Colaborar en la elaboración del catálogo nacional de ocupaciones y los estudios sobre las 

características de la maquinaria y equipo en existencia y uso en las ramas o actividad 

correspondientes; 

c) Sugerir alternativas tecnológicas y de organización del trabajo para elevar la 

productividad; 

d) Estudiar mecanismos y nuevas formas de remuneración que vinculen los salarios a los 

beneficios de la productividad. 

Son evidentes las ventajas que estos Comités brindarían a todos. El diagnóstico nacional 

e internacional por rama de industria llevaría, no sólo a los trabajadores, sino a las 

empresas, a ser conscientes del entorno industrial, lo que: es el primer paso para poder 

enfrentar la competencia y satisfacer las exigencias de los mercados. 

Por su parte, el catálogo nacional de ocupaciones permite a todos conocer las opciones 

de estudio y trabajo que pueden escoger los jóvenes, a fin de mejorar su empleabilidad84
. 

El estudio de las alternativas tecnológicas y de producción llenarían en México el hueco 

que tenemos por la falta de un Instituto de Tecnología que pueda señalar las tecnologías 

más adecuadas para cada actividad. Y me refiero no sólo a tecnologías de punta, sino 

también a tecnologías intermedias, intensivas en mano de obra, que utilicen insumos 

regionales y que produzcan para el mercado regional. Estas tecnologías serían muy 

pertinentes no sólo para la industria, sino también para el turismo. 

Por último, el estudiar mecanismos y nuevas formas de remuneración que vinculen los 

salarios a los beneficios de la productividad sería una forma de empezar a implantar los 

salarios participativos que, como se comentó en el capítulo I, es una de las formas 

adecuadas para responder a la movilidad del mercado laboral, en lugar de recurrir a las 

indemnizaciones. 

11. Derechos de prefere:icia. La reforma apunta también a actualizar los derechos de 

preferencia para ocupar una vacante, a fin de alentar la capacitación y de preferir a los 

84 El Observatorio Laboral ha favorecido esta finalidad. Véase en http://www.observatoriolaboral.gob.mx 
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trabajadores capacitados sobre los que no lo sean, siempre que el empleador haya impartido 

capacitación (artículos 154 y 159), cuestión que no se acepta actualmente, sino que se guía 

por el escalafón ciego, por medio del cual se emplea al trabajador más antiguo, 

independientemente de su capacidad. 

12. Creer en la gente. Se establece que los solicitantes de registro, así como los de 

actualización de registro de sindicatos, hagan sus solicitudes bajo protesta de decir verdad 

(Art. 365), a fin de facilitar sus trámites ante la Dirección General de Registro de 

Asociaciones y, a la vez, perseguir penalmente toda simulación. Esto nos llevará, 

paulatinamente, a mejorar los sindicatos, de modo que, los que no lo sean, o desaparezcan o 

se conviertan en verdaderos representantes de los trabajadores e impulsores de empleo. 

13. Apartidismo sindicalista. En la mesa de negociación, el que esto escribe sugirió 

que, entre las prohibiciones que tienen los sindicatos85 s,e incluyera la de participar en 

cuestiones de política partidista. Esto habría impulsado a que los sindicatos cumplieran 

mejor sus funciones, en lugar de sujetarse a dictados partidistas, pero los representantes 

sindicales expresamente manifestaron que siempre han realizado actividades partidistas y 

que prefieren seguir así86
. No cabe duda que la participación política partidista es una 

necesidad para mejorar la cuestión pública, pero no podemos pretender que una institución 

sindical, que tiene otras finalidades, se desnaturalice para servir a intereses partidistas, 

forzando a sus agremiados a colaborar con un partido que no sea de su libre elección, y 

desperdiciando o arriesgando oportunidades de trabajo por tal causa. 

14. No a los sindicatos fantasmas. Se estableció que las Juntas correspondientes 

pudieran resolver la cancelación del registro de un sindicato que no cumpliera con sus 

obligaciones ante el Registro de Asociaciones de la Secretaría del Trabajo (actualizar sus 

padrones cada tres meses, Art. 3 77, 111) o ante sus agremiados ( entregarles copia de su 

contrato colectivo, Art. 369), para acabar con los sindicatos de membrete. Es un hecho que 

hay trabajadores que no conocen las condiciones de trabajo o, lo que es pero, que ni 

siquiera saben a qué sindicatos van las cuotas que les descuenta el patrón. Con la reforma 

se acabarían algunos sindicatos extorsionadores que obstaculizan el trabajo, tanto de las 

empresas como de los trabajadores. 

85 Dedicarse al comercio con espíritu de lucro e intervenir en cuestiones religiosas Art. 378, 1 y 11. 
86 Es el caso de representantes afines al Partido Revolucionario Institucional y al Partido de la Revolución 
Democrática. 
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15. Voto secreto. Se establece la posibilidad del voto secreto, como una de las formas 

para elegir directivas sindicales. (Art. 371, fr. IX). Sólo la posibilidad, dado que la 

representación sindical afín al PRI expresamente rechazó el voto secreto, aunque se le hizo 

ver que, si podemos elegir por voto secreto al presidente de la República, podríamos elegir 

a los dirigentes sindicales. Esto habría impulsado un sindicalismo real, que sería un 

instrumento transparente de negociación con las empresas, lo que apoyaría un trabajo real 

empresa-sindicato, con todas las ventajas que esto tendría para todos. 

16. Conciliar, ante todo. Se crea la figura del Funcionario Conciliador, conjuntamente 

con el Servicio Público de Conciliación, que permite contar con profesionales en 

conciliación durante todo el procedimiento (artículos. 628-A, By C). Esto implicaría que la 

conciliación sería un esfuerzo constante para terminar los litigios laborales, no sólo un 

trámite para pasar a la siguiente etapa del procedimiento. Los tiempos podrían acortarse, y 

los beneficios serían enormes para todas las partes, así como para las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje, que verían reducidos el tiempo de terminación, en lugar de 

enfrascarse en asuntos dilatados y engorrosos. 

17. Celeridad, seguridad jurídica, responsabilidad. En la parte procesal, en fin, se 

incluyen varias medidas para promover la seguridad jurídica, la celeridad y la 

responsabilidad de los funcionarios correspondientes (artículos. 721, 739, 751, 772, 774 

Bis, entre otros muchos), evitando así la pena que tienen los litigantes, particularmente los 

inocentes, de ver alargado un procedimiento sin tener modo de impulsarlo. 

18. Erradicar emplazamientos de extorsión. En juicios de titularidad de contrato 

colectivo de trabajo se requerirá, como elementos de procedibilidad: la constancia del 

registro del sindicato y de su representación legal, la copia certificada de sus estatutos, 

donde conste su objeto o radio de acción, y la certificación de la autoridad registradora de 

que los representantes y trabajadores se encuentran en el padrón del sindicato (Art. 893-A). 

Esta medida sería importantísima para evitar lo que sucede actualmente: que un sindicato 

emplace a huelga a una empresa, por firma de contrato colectivo de trabajo, aunque no 

tenga un solo agremiado en dicha empresa. Los casos de extorsión de sindicatos contra 

empresas se reducirían enormemente, permitiendo que existiera una mayor productividad, 

reduciendo los gastos, y alentando a que los sindicatos auténticos realizaran proselitismo 

entre los trabajadores. 
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Otras propuestas que impulsan el empleo. 

l. Microcréditos para los microempresarios. Un problema serio para las empresas, 

productoras de fuentes de empleo, es el acceso al crédito. Y no me refiero a empresas 

grandes ni medianas, sino a las pequeñas. Instituciones prestigiadas ( como el Banco 

Mundial, el FMI, The New York Times, The Wall Street Journal, The Economist y la 

Harvard Business Review) hablan bien de los microcréditos. ¿Cómo explicar -se pregunta 

Gabriel Zaid- que una tradición subestimada se haya vuelto respetable en el mundo de las 

finanzas? Porque funciona, aunque no la habían tomado en serio. 

"La solución tradicional (ahora perseguida por Hacienda) es captar microahorros para 

dar microcréditos. La solución que impuso Hacienda, a costa de las microinversiones (y 

también del erario, porque Bansefi pierde dinero), es captar microahorros para los 

macrocréditos (subsidiados con esta nueva fuente de recursos). Pero hay una escapatoria: 

obtener macroahorros del sector privado para los microcréditos. Lo sensato para las cajas 

populares es no captar ahorros en lo absoluto, para no ser tratadas como peligrosas 

instituciones de depósito, donde se puede repetir el desastre bancario. Limitarse a dar 

crédito. 

"La intervención generosa que hoy hace falta va en dirección contraria a la operación de 

Bansefi. En vez de captar dinero de los pobres para los ricos, mover dinero de los grandes 

ahorradores hacia los millones de microoportunidades que sólo pueden explotar los 

microempresarios. Son tan lucrativas que pueden generar utilidades para ambas partes. 

Pero, ¿se puede organizar esto como negocio? Por supuesto que sí. Hay cuando menos un 

ejemplo de creatividad empresarial, sentido social y buena administración que lo 

demuestran. 

"Un grupo de voluntarios inició en 1991 un programa de alimentos para niños 

desnutridos en Oaxaca y Chiapas, un hospital en la zona mazahua y un programa de 

microcréditos. Pronto se vio el potencial de éstos. Muchos pobres prefieren ser productivos 

y autónomos: recibir créditos y pagarlos. Separar lo asistencial ( que es deficitario) de los 

créditos (que pueden pagarse solos) fue mejor para ambos tipos de servicio, y así nació 

Financiera Compartamos, S. A. Es una sociedad financiera de objeto limitado a dar 

microcréditos, que presta un servicio esencial para el desarrollo desde abajo y es un buen 
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negocio. Cerró 2003 con 68 sucursales en quince estados, un millar de empleados, 215 mil 

créditos de $3,352 pesos en promedio ($722 millones de pesos), una cartera vencida de 

0.7%, un costo anual por cliente de cien pesos y buenas utilidades. Como lleva años de 

ganar dinero, Standard & Poor avaló que emitiera valores por $200 millones de pesos. Y 

como arriesgan su propio dinero, no los depósitos de pequeños ahorradores, Hacienda no 

los puede frenar. Han crecido al 50% anual en los últimos tres años."87 

Estos créditos son fundamentales para las pequeñas empresas, y su promoción permite 

no sólo lograr una democratización y descentralización eficiente de la economía, sino que 

tiene el mayor impacto en el empleo, ya que en ellas se genera una abrumadora mayoría de 

puestos de trabajo. El mismo Presidente Fox comentó88 que "la población económicamente 

activa del país es de 45 millones aproximadamente, y se levantan todos los días a trabajar, a 

generar un ingreso para sus familias; de los cuales 15 millones trabajan para una empresa 

privada o trabajan para el Gobierno, uno de cada tres que se ocupan productivamente. 

Quiere esto decir que nuestro país es ya una sociedad de emprendedores con iniciativas 

propias, puesto que dos de cada tres personas que generan un ingreso para sí o para su 

familia lo hacen por cuenta propia, lo hacen como profesionistas, lo hacen como ejidatarios, 

lo hacen como taxistas, lo hacen como taqueras, lo hacen como artesanos, lo hacen como 

pequeños comerciantes." Es indispensable, por lo tanto, financiar las empresas de estos 

emprendedores, de estos microempresarios. 

2. Becarios. Se trata de impulsar la figura de los becarios -o estancias laborales, como 

se conoce en otros países- para impulsar la creación de competencias laborales en empresas 

o centros de trabajo. Con objeto de desarrollar en un ámbito productivo real las 

competencias laborales, los alumnos de escuelas e instituciones educativas de nivel medio y 

superior podrían observar y desempeñar las funciones propias de los distintos puestos de 

trabajo relativos a una profesión u oficio, conocer la organización de los procesos 

productivos o de servicios, así como las relaciones sociolaboral.es en las empresas o centros 

de trabajo, orientados y asesorados en todo momento por responsables del seguimiento de 

87 Gabriel Zaid. Buenas noticias microfinancieras. Diario Reforma, 27 de junio de 2004. 
88 Palabras del Presidente Vicente Fox Quesada durante el evento "Observatorio Laboral: Opciones 
Productivas", que tuvo lugar en el salón Adolfo López Mateos, de la residencia oficial de Los Pinos, el jueves 
31 de marzo de 2005. 

54 



sus actividades, designados para tal fin por la empresa o el centro de trabajo y el centro 

educativo al que pertenecen, mediante estancias en carácter de becarios. La gente aprende 

en muy diversos ámbitos, por lo que se requiere fortalecer los vínculos continuos entre 

ellos. Existe urgencia de vincular las instituciones educativas con las empresas, y basta 

señalar la importancia de encadenar la educación formal con la producción. 

El periodo de formación se podría realizar, en términos generales, a lo largo de 300-400 

horas de estancia en una empresa o centro de trabajo, sin exceder la jornada máxima legal. 

Para tal efecto, se requeriría de un convenio entre los centros educativos y los centros de 

trabajo o empresas, el cual incluiría un programa formativo realista y concertado, que sea 

posible cumplir y evaluar. 

Las condiciones que deberían contener para enmarcar su realización serían, de manera 

enunciativa y no limitativa: 

a) Carácter no laboral de la estancia, duración del convenio y condiciones de prórroga, 

causas de rescisión y/o extinción del convenio, relación nominal de becarios participantes, 

instrumentos de seguimiento y evaluación de la formación, duración de la jornada 

formativa del becario en el centro de trabajo, período ordinario y, en su caso, extraordinario 

de realización de la formación, seguros por accidentes y por desperfectos del material o 

equipamiento de la empresa. 

b) Deberá ser firmada por el director del centro educativo y el representante legal de la 

empresa o centro de trabajo colaboradora. 

c) Los representantes de los trabajadores de la empresa serán informados del contenido 

del convenio con anterioridad a su firma. 

d) La jornada formativa del alumno en el centro de trabajo tenderá a ser similar a la 

jornada laboral de ese centro, salvo excepciones justificadas, y su cumplimiento será 

controlado por el responsable designado por la empresa para el seguimiento de la 

formación del becario. 

El becario deberá ser informado con claridad de que carece de relación laboral o 

contractual alguna con la empresa y centro de trabajo, que deberá guardar las normas de 

higiene personal, presencia, disciplina y comportamiento que ~ean de uso en la empresa 

durante su estancia en la misma y que, asimismo, deberá guardar las normas de seguridad 
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en el trabajo características del sector productivo o de serv1c1os al que pertenezca la 

empresa o el centro de trabajo. 

3. Autoempleo. El autoempleo es la base de toda empresa. Ha existido desde siempre. 

Toda empresa pequeña que haya progresado empezó siempre por una persona tenaz, 

esforzada, que se autoempleó. Es una opción más para abatir el desempleo, no sólo propio, 

sino de otras personas. El autoempleo requiere de una capacidad de innovación y 

creatividad que puede traducirse en fuente de empleos y riqueza que se puedan brindar a 

otras personas. 

Es responsabilidad del gobierno, en sus diferentes niveles, de las instituciones de 

educación y de las instituciones financieras, brindar las condiciones para que se pueda 

facilitar el desarrollo del autoempleo y hacerlo menos riesgoso. Y por gobierno se debe 

entender no sólo a la administración pública, sino también -¡quizá sobre todo!- a los 

Congresos, tanto Federal como estatales, los que deberían legislar para eliminar trabas y 

contradicciones legales, y suprimir las situaciones que dificultan y hacen riesgoso el 

autoempleo. Lo que sí sería atribución de la administración pública, sería la de crear y 

divulgar programas y políticas, de los diferentes niveles de Gobierno, que apoyan al 

autoempleo. Por parte de la sociedad en general, es importante retirar el sello despectivo 

con el que se designa a esta opción productiva y apoyar a aquellos que se han 

autoempleado, mediante una política conjunta y corresponsable entre los diferentes actores 

de la sociedad, con la intervención de los tres niveles de Gobierno, así como de las Cámaras 

de Comercio, las instituciones financieras, las instituciones de educación y organizaciones 

de la sociedad civil. 

El apoyo al autoempleo, por parte de la administración, incluiría asistencia y asesoría 

sobre trámites, capacitación, acceso al crédito e inserción en el mercado. Incluso habría que 

impulsar los mercados regionales, para que incorporen a los autoempleados dentro de sus 

cadenas productivas89
, de tal manera que se garantice su inserción y permanencia a dichos 

mercados y alcancen estabilidad en su negocio. 

89 Tal como lo hizo Francisco Barrio durante su gestión como Gobernador del Estado de Chihuahua. 
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4. Seguro de desempleo. La indemnización constitucional, como hemos comentado ~. 

repetidamente, no favorece la movilidad y productividad laboral; en cambio, el seguro de 

desempleo es un sistema de protección económica temporal para los desempleados que sí 

las apoya. Se encuentra dentro de las acciones que se pueden realizar en el moderno 

mercado laboral, y que, en México, bien podría sustituir a la indemnización constitucional. 

Basándose en la solidaridad entre trabajadores, empleadores y Gobierno Federal, podría 

establecerse, de acuerdo con la experiencia internacional, d,e manera obligatoria, en la Ley 

del Seguro Social, de acuerdo con los artículos provisionales que se sugieren a 

continuación: 

Primero. El seguro de desempleo protege a los trabajadores que sean despedidos de su 

trabajo, justificada o injustificadamente cuando hubieran cumplido un mínimo de 156 

aportaciones semanales, para recibir el equivalente al salario integrado de los últimos dos 

meses en el trabajo, en los términos que establezca su reglamento. Los asegurados que no 

hayan cumplido las aportaciones que dispone este artículo, pero que hayan aportado un 

mínimo de setenta y ocho semanas, tendrán derecho a recibir el saldo acumulado al 

momento en que se pierda el empleo, en los términos que establezca su reglamento. 

Segundo. El seguro de desempleo protege también a los trabajadores que renuncien a su 

empleo, que hayan cumplido con el mismo número de cotizaciones. Podrán recibir el 

equivalente al 25 por ciento del salario integrado a que se refiere el artículo primero. 

Tercero. Los recursos de este seguro de desempleo se obtendrán de las aportaciones de 

los trabajadores, de las de los empleadores y de las del Gobierno Federal, las cuales 

disminuirán según aumenten los ingresos de los primeros, en el entendido de que la 

cantidad que se les garantice sea el equivalente al salario integrado de los últimos dos 

meses en el trabajo. 

Cuarta. Las aportaciones del Gobierno Federal y de los empleadores se harán mientras 

las realizadas por el trabajador individualmente considerado no lleguen a cubrir y 

garantizarle el salario a que se refiere la base anterior. Esta disposición será aplicable a los 

trabajadores que, después de ser promovidos a puestos de mayor jerarquía y mejor pagados, 

tengan que actualizar sus aportaciones hasta el importe del salari_o integrado de dos meses 

de trabajo. 
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Quinta. Los trabajadores que ejerzan el derecho de percibir la cantidad que garantiza 

este seguro, podrán iniciar nuevamente el pago de sus aportaciones en los mismos términos 

a que se refiere el artículo primero, para que puedan disfrutar en otra ocasión de sus 

beneficios. 

Sexta. El trabajador que sea promovido a un puesto de mayor jerarquía y salario, que ya 

hubiera alcanzado antes de esa promoción el equivalente a dos meses de su salario anterior, 

deberá, junto con el empleador y el Gobierno, aportar la diferencia a partir de su promoción 

en un plazo de cincuenta y dos semanas. 

Séptima. La cantidad que proteja el seguro de desempleo tendrá un tope de 25 salarios 

mínimos generales vigentes en el Distrito Federal; es decir, los trabajadores que tengan un 

salario superior harán sus aportaciones calculadas hasta la cantidad que represente ese 

número de salarios mínimos. 

Octava. El seguro de desempleo será administrado por la. administradora de fondos para 

el retiro con la que cada trabajador haya contratado, de acuerdo con el Sistema de Ahorro 

para el Retiro, en las cuentas individuales del seguro de retiro, en una subcuenta 

denominada "de desempleo" en la que se depositarán las aportaciones de el trabajador, el 

empleador y el Gobierno Federal, que deberá estar disponible en el momento que lo solicite 

el trabajador que reúna los requisitos para ello. 

Los beneficios que podría traer el seguro de desempleo al país serían de gran 

consideración: 

a) Incrementar el ahorro interno del país, lo cual se traduciría en aumento de la 

inversión y en crecimiento de la producción de bienes y servicios, lo que, a su vez, 

importaría mayores ingresos a la población. 

b) Conservar el nivel de consumo interno y evitar un colapso repentino de la economía 

-tanto personal como social- por la pérdida de empleos. 

c) Coadyuvar a la permanencia en el empleo como un incentivo para los empleadores, 

ya que mientras conserven a sus trabajadores por más tiempo, reducirían los gastos que 

podrían significar las terminaciones de las relaciones de trabajo. 

d) Como el disfrute de l'.1.S prestaciones de este seguro sería de manera decreciente y por 

un tiempo determinado, se incentivaría la búsqueda de un nuevo empleo. 
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5. El sistema de aportaciones a este seguro sería progresivo para los trabajadores, de tal 

forma que los que perciban un menor ingreso pagarían proporcionalmente menos que 

aquellos que reciban un mejor salario, mejorando la distribución del ingreso de todos los 

trabajadores. 

5. Siempre: privilegiar al empleo frente a otros objetivos menores. Parece 

evidente que siempre debemos promover la creación de empleos, como una política pública 

nacional, en un entorno de realismo económico y respetando los derechos de tercero. Pero 

no es el caso de nuestro país. Las limitaciones de las políticas sociales en México, que 

relegan a un lugar secundario al empleo, se pueden observar, como hemos comentado en la 

introducción, en el caso de la industria vinícola. La industria vinícola en México se ha 

rezagado porque se ha gravado sus productos irracionalmente, en un afán recaudatorio, 

haciendo de lado las consideraciones que favorecerían al empleo en dicha rama. Los 

impuestos al vino de mesa, en México, llegan al 44 %, mientras que en la mayoría de los 

países europeos la tasa es de O% (sí: cero por ciento). La diferencia en el precio trae como 

consecuencia que en Europa se consuman 55 a 60 litros por año por habitante, y en México, 

sólo 250 mi., es decir, 1/240 de lo que se consume en Europa. Pero más importante aún: el 

auge de la industria vinícola podría producir decenas de miles de empleos más en nuestro 

país (¡en zonas semidesérticas, que es donde se produce el vino!) y, a la larga, mayores 

ingresos para muchas más personas, con cuyos impuestos se verían superadas las 

expectativas actuales de recaudación de la Secretaría de Hacienda. 

Pero la experiencia nos muestra que la mayoría de los legisladores mexicanos no se 

preocupan tanto porque las leyes promuevan el empleo, sino por muchas otras 

consideraciones de menor importancia. Basten unos cuantos ejemplos: La Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios desalienta la producción de vinos de mesa; la Ley 

General de Desarrollo Social de México -recientemente publicada-, no le otorga al empleo 

la relevancia que debiera tener, y la Ley de Explosivos y Armas de Fuego desalienta a los 

cotos de caza y, en consecuencia, evita la creación de miles de empleos de calidad en zonas 

semiáridas del territorio nacional90
. 

90 Dichas zonas semiáridas son quizá el lugar más sensible de nut:stro país donde urgen empleos. 
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Ratificar el Convenio 122 de la OIT, relativo a la política de empleo. Fue adoptado 

el nueve de julio de mil novecientos sesenta y cuatro por la mencionada organización, pero 

no ha sido ratificado por México. Es suficiente transcribir los tres primeros artículos para 

comprender la importancia no sólo del Convenio, sino de que México lo ratifique: "Con el 

objeto de estimular el crecimiento y el desarrollo económicos, de elevar el nivel de vida, de 

satisfacer las necesidades de mano de obra y de resolver el problema del desempleo y del 

subempleo, todo Miembro deberá formular y llevar a cabo, como un objetivo de 

mayor importancia, una política activa destinada a fomentar el pleno empleo, 

productivo y libremente elegido. 91 

"2. La política indicada deberá tender a garantizar: 

a) que habrá trabajo para todas las personas disponibles y que busquen trabajo; 

b) que dicho trabajo será tan productivo como sea posibl,e; 

c) que habrá libertad para escoger empleo y que cada trabajador tendrá todas las 

posibilidades de adquirir la formación necesaria para ocupar el empleo que le 

convenga y de utilizar en este empleo esta formación y las facultades que posea, sin 

que se tengan en cuenta su raza, color, sexo, religión, opinión política, procedencia 

nacional u origen social. 

"3. La indicada política deberá tener en cuenta el nivel y la etapa de desarrollo económico, 

así como las relaciones existentes entre los objetivos del empleo y los demás objetivos 

económicos y sociales, y será aplicada por métodos apropiados a las condiciones y 

prácticas nacionales. 

"Artículo 2 Por los métodos indicados y en la medida en que lo permitan las condiciones 

del país, todo Miembro deberá: 

a) determinar y revisar regularmente las medidas que habrá de adoptar, como parte 

integrante de una política económica y social coordinada, para lograr los objetivos 

previstos en el artículo 1; 

b) tomar las disposiciones que pueda requenr la aplicación de tales medidas, 

incluyendo, si fuere necesario, la elaboración de programas. 

"Artículo 3 En la aplicación del presente Convenio se consultará a los representantes de las 

personas interesadas en las medidas que se hayan de adoptar y, en relación con la política 

91 Las negritas son mías. 
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del empleo, se consultará sobre todo a los representantes de los empleadores y de los 

trabajadores con el objeto de tener plenamente en cuenta sus experiencias y opiniones y, 

además, de lograr su plena cooperación en la labor de formular la citada política y de 

obtener el apoyo necesario para su ejecución." 

¿Será mucho pedir? Su ratificación ayudaría a hacer patente la importancia de las 

políticas de empleo, y quizá (¡no puedo asegurar nada, pero sería un principio!) impulsaría 

a los diputados y senadores para que cumplieran con su deber. 

Por último. 

Mucho ayudaría que la Secretaría del Trabajo no sólo analizara el impacto laboral de 

cualquier disposición, como ya lo hace, sino que dicho análisis tuviera mayor eco. Podría 

incluso apoyarse en el Consejo para el Diálogo de los Sectores Productivos92
, pero 

impulsándolo a que decidiera sobre dichos impactos laborales. Para la integración de dicho 

Consejo se cuenta con empresarios -que son los que saben crear empleos-, por 

representantes de sindicatos y por representantes del gobierno federal. Me parece que se 

necesitaría que hubiera representación de los tres niveles de gobierno (federal, estatal y 

municipal, trabajando estos últimos dos sólo en los proyectos que les atañera), con la 

asistencia de miembros de las Comisiones del Congreso que tuvieran que ver con el tema 

que se discutiera , y auxiliados por un equipo de técnicos ad hoc, quienes serían los únicos 

pagados. El costo mayor de dicho esfuerzo sería la propaganda, ya que habría que publicitar 

sus conclusiones para convencer al público y a los legisladores -o al menos hacer ver que 

no están tomando en cuenta las opiniones de dicha institución-. Como comenta Majone, 

"los intereses económicos, burocráticos y políticos se combinan para limitar el número de 

opciones que se someten a deliberación pública o reciben una consideración seria por parte 

de los expertos. Por la inercia intelectual e institucional, las ideas que concuerdan con las 

prácticas en vigor y la doctrina aceptada suelen disfrutar d1! una considerable ventaja sobre 

las propuestas menos ortodoxas". Y como éste sería el caso de muchas de las propuestas de 

dicho grupo de trabajo, sería necesario convencer al público de que una ley que viene desde 

1931, y que se presume como la pionera en el mundo es, en gran parte, inútil para promover 

el empleo. 

92 Creado por Acuerdo Presidencial el 28 de febrero de 2001. 
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Las atribuciones podrían ser semejantes al Sistema Interministerial y Federal de Empleo 

(SIFE), propuesto por el Instituto de Mundo del Trabajo., cuya finalidad fundamental es 

"Ejecutar una Política Global de Trabajo y Empleo a través de un Sistema Público"93
, cuyas 

recomendaciones deberían ser consideradas como parte de la política económica, y ser 

diseñadas según la agenda y prioridades del gobierno. Esto debiera considerarse así porque 

se debe aceptar al SIFE (y el conjunto de las políticas laborales) como un componente 

esencial de las políticas de desarrollo, siguiendo la visión moderna que considera al trabajo 

productivo como "disparador" del desarrollo macro y micro económico. 

Las premisas del sistema argentino serían las siguientes: 

a) El objetivo principal no es crear empleo público smo aplicar, en el campo del 

empleo, las políticas públicas destinadas a promover la creación de empleo a través 

del crecimiento económico y el desarrollo de las empresas. 

b) Las políticas de empleo sólo tendrán éxito si son parte de políticas de desarrollo 

sustentable a nivel local. Esto significa que los mercados se crean y apuntalan a 

nivel de municipios, provincias y regiones. 

c) El sujeto de las políticas no son sólo los trabajadores, sino también los empresarios. 

Por lo tanto el sujeto es la empresa, en especial las PyMES industriales, rurales y de 

serv1c10s. 

A fin de dotarlo de mayor fuerza, en Instituto de Mundo del Trabajo propone que el 

SIFE sea un organismo administrativo con carácter autónomo y personalidad jurídica 

propia. No creo que sea necesario -al menos no en nuestro país-, entre otros motivos por los 

altos costos que tiene todo organismo autónomo . Me parece que bastaría -es más: sería 

mejor- proporcionarle un presupuesto para realizar estudios técnicos y hacer publicidad a 

sus resultados ( cuestiones con las que no parece contar nuestro Consejo para el Diálogo de 

los Sectores Productivos). Sería, por último, una red de coordinación interministerial, con la 

inclusión de varias secretarías, descentralizada hacia las provincias94 y los municipios, que 

involucrara a las cámaras empresarias, sindicatos y ONGs especializadas en la elaboración 

y ejecución de los programas. 

93 Véase, para todo lo que sigue, Instituto de Mundo del Trabajo, seminario "Prioridades de la agenda laboral 
y de la administración del trabajo en la República Argentina". 
http://www.mundodeltrabajo.org.ar/imtarchivos/sem29T 1 %20MTSS%20SIFE.htm, recuperado el 14 de 
noviembre de 2005. 
94 En México, descentralizada a las entidades federativas. 
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CONCLUSIONES 

El hecho evidente. La legislación laboral mexicana ha logrado el efecto contrario al 

buscado. La protección legal ha disminuido la productividad del trabajador, el empleo 

formal y la creación de nuevos empleos. Por la falta de políticas de empleo las secretarías 

de Estado (la Secretaría de Hacienda entre ellas), y sus similares -como la Procuraduría 

General de la República- normalmente se despreocupan del efecto que tengan sus acciones 

en el empleo. 

Nuestro punto de partida. Tenemos la " ... necesidad ele reconocer: Primero, que la 

dignidad humana tiene su expresión plena mediante el trabajo y por lo tanto, el empleo 

debe ser el eje fundamental de las políticas públicas. Este constituye un requisito 

indispensable para el fortalecimiento de nuestras democracias." La expresión es de 

Francisco Salazar, Secretario del Trabajo, por lo que no puede tomarse como una simple 

ocurrencia. Menos todavía si vemos las circunstancias que las pronunció: Fue parte de su 

discurso durante la ceremonia de inauguración de la XIV Conferencia Interamericana de 

Ministros del Trabajo, de la que es Presidente. 

En realidad, el énfasis en el empleo es una forma de mostrar solidaridad, de llevar la 

doctrina de la solidaridad a la práctica cotidiana. Una política pública que haga énfasis en la 

solidaridad tendrá que reconocer que es necesario respetar e impulsar las formas de empleo 

que sean posibles, dado que la persona requiere del trabajo como medio para su desarrollo y 

el de su familia. "Se debe prestar atención en primer lugar a un problema fundamental. Se 

trata del problema de conseguir trabajo, en otras palabras, del problema de encontrar un 

empleo adecuado para todos los sujetos capaces de él. "95 

Por lo tanto, se deben revisar las estructuras, la legislación y las políticas de modo que 

tiendan a la justicia social y al desarrollo de las personas. Tal ha sido el objetivo de este 

trabajo: Transformar nuestra concepción, fundados en la justicia, para que el empleo sea 

considerado prioritario, dentro de las políticas públicas, y que, por lo tanto, se hagan las 

95 Laborem Exercens, párrafo 18. 
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reformas que sean necesarias para que existan dichas políticas de empleo, así como las 

reformas legales pertinentes. Por tal motivo, cité en la introducción las palabras de Juan 

Pablo 11: " ... el trabajo humano es una clave, quizá la clave esencial, de toda la cuestión 

social, si tratamos de verla verdaderamente desde el punto de vista del bien del hombre."96 

Es absurdo pretender fundar políticas sociales en el bienestar del hombre sin tomar en 

consideración el papel prioritario que juega el trabajo demro de dicho bienestar. Ninguna 

política asistencial será suficientemente humana, a menos que, entre sus tareas, se imponga 

la de fomentar el trabajo de sus destinatarios. "Esta concepción debería también encontrar 

un puesto central en toda la esfera de la política social y económica, tanto en el ámbito de 

cada uno de los países, como en el más amplio de las relaciones internacionales e 

intercontinentales ... "97 

Hay situaciones en las que se ha pretendido que el capital tenga primacía sobre el 

trabajo, no sólo dentro de una consideración filosófica, sino en la práctica, y una primacía 

doble: De la riqueza sobre el trabajo, y de los empresarios sobre los trabajadores. Ahora en 

México, en nuestros días, la primacía que vemos es la ejerce la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público sobre el trabajo, a tal grado que se privilegia la función recaudatoria de 

dicha Secretaría sobre la función productora de fuentes de trabajo, hecho que es evidente en 

la industria vinícola, como se comentó en el capítulo 11198
. Por desgracia, la Secretaría de 

Hacienda no tiene la exclusividad en el papel de estorbar la creación de fuentes de trabajo: 

Existen muchas otras instituciones y leyes que lo hacen. El esfuerzo que se emprenda para 

superar esta inercia rendirá muchos frutos a favor de todos los que buscan empleo. 

Buscar nuevos yacimientos de empleo. Los capítulos anteriores nos llevan a la conclusión 

de la necesidad de concebir a las políticas de empleo como las centrales dentro de las 

políticas públicas. Esta nueva concepción nos llevará a reformar nuestra visión de la ley 

laboral y de diversas acciones de la Administración Pública que inhiben la creación de 

empleo, de modo que podamos impulsar el empleo donde ahora está oculto, a modo de 

96 Laborem Exercens, párrafo 3. 
97 Laborem Exercens, párrafo 7. 
98 De modo que primero se formen y consoliden nuevas formas de trabajo y después se proceda a una 
recaudación razonable, a la que nadie se opone. 
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yacimientos de empleo99
• Dicho concepto se refiere a sectores que ofrecen hoy y que 

ofrecerán, sobre todo en el futuro, grandes posibilidades de trabajo, dado que se presentan 

como una lista abierta a nuevas actividades que cumplan dos requisitos: que satisfagan 

necesidades no cubiertas y que su desarrollo tenga un alto contenido en empleo . 

Con ayuda de la prudencia y de la retórica. Para empezar, ¿qué tiene que hacer la 

prudencia en un trabajo como el presente? Para no entrar en polémicas de nombre, 

propongo una definición de prudencia: es la virtud moral que perfecciona nuestra razón 

práctica para elegir, en toda circunstancia, los mejores medios para alcanzar nuestros fines, 

subordinándolos al fin último. A Platón le parecía evidente que la prudencia fuera la virtud 

propia del gobernante. Me parece que su pensamiento, a 24 siglos de distancia, sigue siendo 

actual. 

El fin del quienes dirigen la marcha de la sociedad es el bien común, y la prudencia, 

referida al bien común, se denomina prudencia política. I~sta le exige a los gobernantes, 

legisladores y jueces unir, al conocimiento de los principios éticos que permiten discernir el 

bien del mal, el conocimiento práctico de las cosas y circw1stancias concretas alrededor de 

las cuales organizamos nuestra vida real. La falta de criterio práctico en la vida o la de la 

debida templanza, pueden impedir, a veces -incluso a personas instruidas-, ver la realidad y 

alejándose de las situaciones verdaderas, carecer de prudencia. 

"El justo medio" decía Aristóteles100 "es lo que busca el hombre virtuoso y esta 

investigación será mas eficaz con el auxilio de la prudencia, la virtud moral máxima." 

A la luz de estos pensamientos parece evidente que los legisladores, jueces y 

gobernantes están obligados a ponderar los factores que se: encuentran en juego, cada vez 

que tienen que hacer una decisión. De aquí que deban cultivar la prudencia como virtud 

fundamental 101
. 

En este empeño por impulsar las políticas de empleo tendrá un papel no menor la 

retórica -tanto para llegar a decisiones de políticas de empleo, como para ejecutarlas-, 

99 El concepto de nuevos yac1m1entos de empleo (NYE) apareció en el Libro Blanco Crecimiento, 
competitividad y empleo. Retos y pistas para entrar en el Siglo XXI, presentado al Consejo Europeo de 
Bruselas por el entonces Presidente de la Comisión Europea, Jacques Ddors. 
100 Ética Nicomaquea, libro VI. 
101 Reconozco que esta manera de pensar es poco común, pero no por ello menos necesaria en nuestros días. 
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entendida como "el arte de persuadir mediante el uso de instrumentos lingüísticos"1º2
, 

debido a que los argumentos que subyacen bajo las decisiones humanas no son, 

normalmente, evidentes a todos. Y aunque en nuestros dfas se considere a menudo a la 

persuasión "como un uso meramente "racionalizador" o aun deshonesto de los 

argumentos", como manipulación de la opinión pública, "en el debate libre la persuasión es 

un intercambio bilateral, un método de aprendizaje mutuo mediante el discurso. El 

verdadero debate no sólo permite que los participantes defi.endan sus intereses y opiniones, 

sino que también, como consecuencia del proceso, los alienta a ajustar su visión de la 

realidad y aun a cambiar sus valores." 103 Como además en las ciencias humanas y sociales 

no cabe la demostración apodíctica, sino la probable, es indispensable hacer acopio de la 

retórica y de la persuasión: "Un argumento persuasivo no es una demostración lógica, pero 

no por ello se vuelve irracional o una mera racionalización. La mayoría de los juicios de 

valor se forman en el intercambio persuasivo. Como lo ha señalado Wayne C. Booth, el 

hecho de reducir la razón al cálculo y la prueba lógica acerca de cualquier cosa que no sea 

suficientemente importante para comprometernos equivale a crear una imagen 

distorsionada del mundo, con todos nuestros valores de un lado y todas nuestras facultades 

racionales del otro. Dado que se requieren juicios de valor para decir cualquier cosa 

importante en la política pública, esta separación artificial entre los valores y la capacidad 

racional es una amenaza para todas las nociones de delibe:ración pública y la elección de 

políticas defendibles" 1º4
• Adicionalmente, las ideas nuevas siempre tienen alguna oposición 

que vencer, por lo que requieren aún más de la persuasión, debido a que "las ideas que 

concuerdan con las prácticas en vigor y la doctrina aceptada suelen disfrutar de una 

considerable ventaja sobre las propuestas menos ortodoxas"'105
• Por ello, "la persuasión es a 

veces un paso preliminar necesario para ganar la atención del elaborador de políticas o del 

público, para hacerlos que "escuchen la razón" cuando están cegados por los estereotipos o 

los buenos deseos"1º6
• "Como sugiere Heller, los gobernantes tienden a pensar según 

categorías tradicionales, o en términos de alternativas excesivamente restringidas en 

102 Abbagnano ( 1996), voz: Retórica. 
103 Majone (1997), Pág. 42. 
104 !dem, Págs. 42-43. 
105 /dem, Pág. 72. 
'
06 ldem, Págs. 75-76. 
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relación con sus prop10s objetivos." 107 "Se necesita la. persuasión para inducirlos a 

considerar diferentes formulaciones o enfoques para el problema que se discute, porque es 

posible que los efectos psicológicos de los argumentos fácticos no sean lo bastante fuertes 

como para superar la inercia de patrones tradicionales de pensamiento"1º8
. 

Por último, "deben tenerse en cuenta muchos otros límites: las políticas previstas y la 

inercia institucional; la información inadecuada, absoluta o equivocada; las limitaciones 

cognoscitivas; los planes de otros gobernantes y resistencia de la propia burocracia; los 

intereses creados y las demandas y aspiraciones de diversos grupos sociales; los límites del 

espacio de control y del tiempo y los recursos disponibles; la fuga de autoridad y la pérdida 

de legitimidad; los compromisos extranjeros y las presiones internacionales"1º9
• Como se 

ve, muchos elementos deben ser tomados adicionalmente en cuenta, no sólo para no pasar 

por ingenuos, sino para conseguir un resultado efectivo. 

Quizá varios esfuerzos de reforma hayan fracasado por ausencia de la prudencia o de la 

persuasión110
• Habrá que esforzarse en cultivarlas porque son indispensables para decidir y 

actuar adecuadamente en la función pública. El problema que tienen es que, como toda 

virtud, no aparecen intempestivamente, y menos como efecto natural de conseguir una 

curul o un puesto en la administración pública. 

107 ldem, Pág. 76. 
108 Ibídem. 
109 /dem, Págs. 115-116. 
110 Con lo que supongo buena voluntad, aunque ignorancia, en legisladores y funcionarios públicos. Por otra 
parte, no dudo que, en otros casos, el fracaso se haya debido a la falta de interés en la promoción del bien 
común. 
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